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En un primer momento, cuando no tenía más que una idea aproximada sobre cuál sería el objeto 
de mi investigación, me encontraba dudando entre dos materias principales, que yo consideraba 
más o menos disociadas entre sí: la homofobia y el feminismo. Desde luego, fui advertida de 
la necesidad de acotar el tema de estudio, pues un trabajo de las características del presente no 
me iba a permitir extenderme con toda la amplitud que tales materias requieren. Así las cosas, 
hallándome en una suerte de impasse intelectual, mi tutor me sugirió abordar un asunto que 
aglutinaba ambos temas y sobre el que, además, yo misma tenía un conocimiento directo, por 
vivirlo –debiera decir «padecerlo»– en primera persona: la lesbofobia.  
 
Antes de adentrarme en profundidad en el estudio de dicho tema, simplemente intuía la relación 
entre lesbianismo y feminismo. Si bien es cierto que el feminismo es un movimiento social y 
una ideología que impregna todas las parcelas de la vida, a priori no alcanzaba a ver cuál era 
ese nexo tan específico que había entre lo que yo consideraba una mera orientación sexual –
socialmente infravalorada respecto a la heterosexualidad hegemónica– y un movimiento más 
amplio de resistencia al patriarcado. Además, mi visión de las lesbianas era la de unos pocos 
sujetos marginados que sufrían la misma situación que los varones homosexuales: una 
desigualdad material y formal respecto a las personas heterosexuales.  
 
Sin embargo, gracias a la lectura de ciertas feministas lesbianas, tales como Beatriz Gimeno, 
Monique Wittig o Christine Delphy, llegué a dos reflexiones cruciales: en primer lugar, que el 
género es una noción capital en torno a la cual se articula la lesbofobia, ya que la suerte de los 
hombres homosexuales no se puede equiparar a la de las mujeres lesbianas, a pesar de ciertas 
similitudes —como la discriminación legal y social—, pues aquéllos siguen perteneciendo al 
sexo privilegiado en nuestra sociedad, mientras que éstas no dejan de integrar el sexo 
dominado; en segundo lugar, que el lesbianismo ha sido en ciertos momentos de la historia –y, 
lo más importante, puede ser– una elección personal que desafía y socava las bases del sistema 
patriarcal, una elección que contribuye a destruir la opresión de todas las mujeres. Precisamente 
por su potencial subversivo, el lesbianismo es visto con recelo por el sistema, que para 
sancionarlo socialmente utiliza una estrategia particular: la invisibilización. En el Capítulo I 




He aclarado que ser lesbiana puede ser una elección personal, para contraponerlo al concepto 
que he utilizado más arriba de orientación sexual, concepto actualmente considerado como un 
axioma en nuestro entorno cultural y que consiste en la creencia de que la atracción hacia un 
sexo u otro es una especie de fuerza irresistible de la que no se puede escapar, algo con lo que 
se nace y que suele ser inmutable a lo largo de la vida de las personas. La diferencia entre una 
teoría y otra —elección versus orientación— es que la primera concede a todas las mujeres la 
posibilidad de escoger mantener relaciones con otras mujeres como una estrategia política y, 
en cambio, la segunda despolitiza la sexualidad y refuerza la consideración de que la 
heterosexualidad es la norma. Sin perjuicio de la anterior consideración, por razones 
exclusivamente pragmáticas, utilizo en adelante ambos términos como transferibles, en 
atención a que el ordenamiento jurídico se refiere fundamentalmente a la «orientación sexual». 
 
En las últimas décadas se ha producido un cambio trascendental en relación a épocas pretéritas: 
por primera vez en la historia las «sexualidades disidentes» comienzan a gozar –en algunos 
rincones del planeta– de cierto grado de aceptación social y reconocimiento jurídico. España 
es uno de los pocos estados en los que algunas reivindicaciones del colectivo de lesbianas, 
gays, bisexuales y transexuales (LGBT) han cristalizado en el Derecho. Desde la aprobación 
de la Constitución española, que proclamaba la radical igualdad de todos los ciudadanos, la 
orientación sexual empezó a dejar de ser castigada y, gracias a la influencia del Derecho 
comunitario, por no mencionar la presión que sobre ambos cuerpos jurídicos han ejercido los 
movimientos sociales, se erigió en uno de los motivos en base a los cuales estaba prohibido 
discriminar. En este sentido, ciertos sectores del ordenamiento han sido adaptados a la 
exigencia de no discriminación por razón de orientación sexual.  
 
En el momento en que me decidí a investigar la lesbofobia desde un plano jurídico la primera 
pregunta que, por fuerza, me tuve que plantear fue: ¿la igualdad de las mujeres lesbianas está 
suficientemente garantizada en nuestro Derecho? Por lo que respecta a la igualdad en su 
vertiente formal, pronto me percaté de que, pese a la declaración contenida en el art. 14 de la 
Constitución, existe un último bastión del ordenamiento que sigue siendo ajeno al principio de 
igualdad en relación con la orientación sexual: el Derecho Civil. En efecto, durante mi estancia 
en el Casal Lambda como alumna en prácticas tuve que manejar las normas en materia de 
familia y sucesiones con harta frecuencia. A propósito de la resolución de algunos casos en los 
que las parejas de lesbianas manifestaban ciertas preocupaciones en torno a su estado civil, 
descubrí que las uniones estables de pareja homosexuales no gozan del mismo régimen jurídico 
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que las compuestas por heterosexuales en lo tocante a la adopción, a la reproducción asistida y 
a los efectos jurídicos de ésta sobre la filiación. El Capítulo II de este trabajo se centra en tales 
cuestiones.  
 
Por otro lado, en cuanto al principio de igualdad material condensado en el art. 9.2 de la Carta 
Magna, no parecía haber, a priori, ninguna disposición en la que el Estado manifestara su 
voluntad de promover las condiciones para que la libertad y la igualdad de las personas 
homosexuales1 fueran reales y efectivas. A pesar de la gravedad que reviste el problema2, no 
hallé una sola norma dictada por las Cortes Generales en la que se dirigieran esfuerzos a 
combatir la homofobia o, cuando menos, a asegurar los derechos del colectivo LGBT de un 
modo global. Todo lo más, advertí que determinadas Comunidades Autónomas –como 
Cataluña, Euskadi o Madrid–, en desarrollo de sus Estatutos, habían elaborado sus propias 
políticas para fomentar la igualdad de las personas homosexuales y transexuales. La 
culminación de dichas políticas se ha conseguido en Cataluña y Extremadura con la aprobación 
de leyes integrales para erradicar la homofobia3. Por ello, resolví centrar mi atención en alguna 
fuente del Derecho que tuviera en cuenta a las mujeres como sujeto diana, y además como 
sujeto de desigualdad sobre el que se juzgara necesaria la acción protectora del Estado, con el 
fin de observar si este último consideraba la existencia de mujeres con sexualidades 
«alternativas» y, en su caso, qué tratamiento se les dispensaba: si éste coadyuvaba a erradicar 
su opresión o si, por el contrario, la perpetuaba. En el Capítulo III se aborda dicho tema.  
 
Parto de la premisa de que el Estado es el representante de los intereses de la clase dominante 
y, en tanto que clase esencialmente masculina, contribuye a consolidar el poder de los hombres 
sobre las mujeres. Dado que el lesbianismo supone una afrenta al patriarcado, el Estado tiene 
interés en reprimirlo sutilmente, para lo cual se sirve, esencialmente, del silenciamiento y la 
invisibilización de la realidad lesbiana. La hipótesis que intentaré demostrar a lo largo del 
                                                 
1 En ocasiones me refiero a «homosexuales» como a todos los grupos incluidos en las siglas LGBT. Del mismo 
modo, cuando aludo a «homofobia» hago referencia a la discriminación que sufren todos aquéllos, no sólo los 
gays (ergo, la lesbofobia, la bifobia y la transfobia también quedan incluidas en dicho vocablo).  
2 En el último informe sobre crímenes de odio emitido por el Ministerio del Interior, se revela que de los 1.285 
delitos de odio que se registraron en España en 2014, 513 tuvieron como móvil la homofobia, siguiéndole a 
continuación el racismo/xenofobia (475), la discriminación hacia discapacitados (199), la discriminación en base 
a determinadas creencias o religiones (63), el antisemitismo (24), y la fobia a los pobres (11). Así, cabe deducir 
que un aplastante 39,9% de las agresiones –esto es, casi cuatro de cada diez– fueron cometidos el año pasado por 
motivos de orientación e identidad sexual. MINISTERIO DEL INTERIOR, Informe sobre incidentes 
relacionados con los delitos de odio en España, 2014, p.18. 
3 Ley 11/2014, de 10 de octubre y Ley 12/2015, de 8 de abril, respectivamente.  
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trabajo es que el ordenamiento jurídico, aun siendo el reflejo de las contradicciones sociales, 









CAPÍTULO I. UNA APROXIMACIÓN TEORÉTICA A LA LESBOFOBIA 
 
1. ¿Qué es la homofobia? 
 
Es preciso aclarar que, si bien ya hemos expresado que existe una diferencia fundamental entre 
gays y lesbianas, resulta pertinente explicar ahora en qué consiste la homofobia en un sentido 
amplio, dado que todas las sexualidades disidentes4 comparten una misma característica y 
origen común que deben ser resaltados.  
 
Si tomamos la descripción de homofobia que nos proporciona el diccionario de la Real 
Academia Española descubrimos que es definida como una «aversión obsesiva hacia las 
personas homosexuales». Del adjetivo podemos inferir que, según el criterio de la RAE, la 
mera animadversión no es constitutiva de homofobia. Esto es, si nos atenemos a la literalidad 
de la explicación, una cierta dosis de repulsión a los homosexuales, en tanto no sea obsesiva, 
puede ser considerada incluso normal. Habrá quien piense que una conclusión tan contundente 
es exagerada, pero no se olvide que nos hallamos ante la máxima autoridad en la lengua 
española, de modo que ninguna de sus palabras es –o debiera ser– escogida al azar. Sea como 
fuere, lo que la definición antes aludida evidencia es la limitada perspectiva que se tiene 
actualmente de lo que constituye la homofobia, pues al presentarla como una patología psíquica 
lo que se consigue es llevarla al terreno de lo individual, ocultando así la estructura social en 
la que se gesta y se refuerza el prejuicio. Asimismo, únicamente se incide en las fobias, en 
actitudes exageradas de asco o temor, sin considerar otras manifestaciones de hostilidad menos 
brutales. 
 
En este sentido, me parece oportuno traer a colación el concepto de «violencia simbólica» 
acuñado por Pierre Bordieu en su obra La dominación masculina. Él mismo la describe como 
una 
 
« […] violencia amortiguada, insensible e invisible para su propias víctimas, que se ejerce esencialmente 
a través de los caminos puramente simbólicos de la comunicación y del conocimiento o, más exactamente, 
del desconocimiento, del reconocimiento o, en último término, del sentimiento»5. 
                                                 
4 Se utiliza la expresión «sexualidades disidentes» para significar a todas las personas lesbianas, gays, bisexuales 
y transexuales, precisamente porque disienten de la heterosexualidad hegemónica. 




La violencia simbólica se inscribe en un contexto más amplio de relaciones asimétricas de 
poder, en las que el dominador ejerce una forma de violencia no física ni directa en contra de 
los dominados. La razón por la que éstos no son conscientes de dicha situación es la 
naturalización que, a través de distintas instituciones –el Estado, la Iglesia, la Escuela, la 
Familia– y de manera constante, solapada y difusa, se lleva a cabo de las mismas. En 
consecuencia, lo que es en el fondo una situación de opresión aparece a los ojos de la mayoría 
como una realidad evidente e incuestionable, objetiva en sí misma, tanto en el plano social 
como en el cognitivo.  
 
Todos los días somos testigos de múltiples actos de agresión hacia personas LGBT: las palizas, 
los asesinatos, las vejaciones públicas, las penas de prisión, e incluso la pena capital, están a la 
orden del día. En el imaginario colectivo de las sociedades occidentales, imbuidas por el ideal 
de democracia –al menos en un plano teórico–, la violencia física resulta condenable en casi 
todas sus formas, por lo que nadie vacilaría en calificar de homófobos los actos aludidos. Sin 
embargo, la homofobia más frecuente, como todas las formas de opresión, es mucho más sutil, 
más encubierta; está tan enraizada en la cotidianidad que es difícilmente apreciable incluso 
para sus víctimas. Para ilustrar una de las tantas formas de violencia simbólica, sirva como 
ejemplo la imagen absolutamente grotesca que ciertas series de televisión transmiten de sus 
personajes homosexuales6. Así como una gran mayoría de la gente considera con meridiana 
claridad que la violencia física contra las personas por su orientación sexual constituye 
homofobia, por el contrario muy poca gente reputa que, por ejemplo, la ridiculización en los 
medios de comunicación es algo hostil; antes bien, se toma como un asunto cómico y trivial. 
Ello evidencia la fragilidad de la definición de homofobia antes mencionada, pues se puede no 
tener ningún sentimiento fuerte de repudio hacia los homosexuales, hasta el extremo de 
mantener relaciones estrechas de amistad o cordialidad e incluso simpatizar con ellos cuando 
sufren el abuso más despiadado y ser objetivamente homófobo al considerar que no merecen 
ser tratados de manera igualitaria. Obsérvese, pues, que el problema más que individual (como 
denota el término «fobia») es colectivo.  
 
                                                 
6 A título de ejemplo, tómese la serie Aída de la cadena de televisión española Telecinco, en la que los personajes 
homosexuales son invocados de continuo como «mariquitas», «invertidos», «maricones», y en la que los 
comentarios relacionados con el ano hacen acto de presencia cada vez que se los insulta. Asimismo, son retratados 
con todos los tópicos y clichés que se suelen achacar a los gays: afeminados, promiscuos, superficiales, 
extravagantes, escandalosos, etc.  
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La definición de homofobia que proporciona el jurista Daniel Borrilo me parece que describe 
el concepto de un modo magistral: 
 
« [...] la homofobia puede ser definida como la hostilidad general7, psicológica y social, respecto a aquellos 
y aquellas de quienes se supone que desean a individuos de su propio sexo o tienen prácticas sexuales con 
ellos. Forma específica del sexismo, la homofobia rechaza también a todos los que no se conforman con el 
papel predeterminado por su sexo biológico. Construcción ideológica consistente en la promoción de una 
forma de sexualidad (hetero) en detrimento de otra (homo), la homofobia organiza una jerarquía de las 
sexualidades y extrae de ella consecuencias políticas»8.  
 
En definitiva, la homofobia consiste en un poder socio-cultural que se expresa en normas 
efectivas de moralidad positiva y que se dirige no sólo contra las personas que demuestran 
sentir atracción sexual hacia individuos del mismo sexo, sino también contra todas aquéllas 
que, aun siendo heterosexuales, impugnan los roles que se les asignan socialmente por el hecho 
de pertenecer a un sexo o a otro («roles de género»). La homofobia es omnipresente y, por ello, 
se puede hallar en elementos variados: discursos, prácticas, procedimientos e, incluso, 
instituciones. En el epígrafe siguiente indagaremos en las causas que la provocan.  
 
2. El caldo de cultivo de la homofobia: sexismo y heterosexismo 
 
Al asegurar que la homofobia es una manifestación concreta del sexismo, Daniel Borrillo nos 
sugiere que lo que genera el rechazo no es sólo el mantenimiento de prácticas eróticas con 
personas del mismo sexo, sino también la transgresión de una norma social que impone ciertas 
características a hombres y mujeres («impugnan los roles que se les asignan…»). 
 
El sexismo es una ideología que establece la diferenciación de hombres y mujeres y, en última 
instancia, la subordinación de las segundas a los primeros, en base a determinados atributos 
biológicos que los distinguen; fundamentalmente, todo lo que tiene que ver con la 
reproducción, como los caracteres sexuales primarios. Sin ánimo de cuestionar las diferencias 
fisiológicas y anatómicas evidentes entre mujeres y hombres (las primeras segregan más 
estrógenos y los segundos más testosterona, por lo que aquéllas son más menudas y éstos más 
musculosos, etc.), la división de sexos no es una realidad biológica, sino una elaboración 
                                                 
7 La cursiva es mía.  
8 Daniel BORRILLO, Homofobia, Edicions Bellaterra, Barcelona, 2001, p. 36. 
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política, cuyas consecuencias no son precisamente inocuas, puesto que se legitima y se 
normaliza la situación de inferioridad a que se aboca a las mujeres. Parafraseando a la 
precursora de las aproximaciones queer, Monique Wittig: 
 
«La ideología de la diferencia sexual opera en nuestra cultura como una censura, en la medida en que 
oculta la oposición que existe en el plano social entre los hombres y las mujeres, poniendo a la naturaleza 
como su causa. Masculino/femenino, macho/hembra son categorías que sirven para disimular el hecho de 
que las diferencias sociales implican siempre un orden económico, político e ideológico […]»9. 
 
Con el propósito de reafirmar semejante división social, se prescriben un conjunto de normas 
y expectativas de comportamiento diferentes para cada uno de los sexos; dicho conjunto es lo 
que se conoce en ciencias sociales como «género». Como es propio de la lógica de la opresión, 
los roles de género que se asignan a cada sexo se presentan como actitudes, destrezas, etc. 
inherentes y exclusivos de uno u otro, basados en una división natural que encuentra su base 
en la biología y la fisiología, ignorando que su carácter es más bien contingente y arbitrario, 
porque responden a múltiples factores sociales y culturales que varían a lo largo del tiempo y 
del espacio. Así, por ejemplo, a pesar de que nuestra sociedad organiza el género a partir de un 
sistema binario (masculino y femenino), en otros lugares existen sistemas terciarios, como es 
el caso de los pueblos esquimales y de algunas regiones culturales donde hay presencia de 
chamanismo10. 
 
En consonancia con la visión androcéntrica11 de nuestra cultura, heredada a su vez de la cultura 
grecorromana12, los hombres se erigen en los dueños del universo, en sujetos activos y 
autónomos, por lo que al género masculino se le confiere el universo exterior y político. A la 
inversa, las mujeres se definen por su relación con aquéllos13, de los que se las fuerza a  
depender; consiguientemente, la feminidad atañe al espacio de lo íntimo y lo doméstico. Así, 
los valores asociados a los hombres –valentía, inteligencia, fuerza, decisión, rudeza, etc.– 
adquieren un estatuto de dignidad del que carecen los valores que se atribuyen a las mujeres –
timidez, debilidad, blandura, inseguridad, ternura, etc.–. Para muestra un botón: el diccionario 
                                                 
9 Monique WITTIG, El pensamiento heterosexual y otros ensayos, Editorial Egales, Madrid, 2006, p. 22.  
10 Alberto CARDÍN, Guerreros, chamanes y travestís, Tusquets, Barcelona, 1984. 
11 El androcentrismo es una cosmovisión que coloca al varón como el centro de todas las cosas.  
12 Francisco VALDÉS, Unpacking Hetero-Patriarchy: Tracing the Conflation of Sex, Gender and Sexual 
Orientation to Its Origins, Yale Journal of Law and the Humanities, Volumen 8, Parte I, Artículo 7, p. 2.  
13 «La mujer se determina y se diferencia con relación al hombre, y no éste con relación a ella; la mujer es lo 
inesencial frente a lo esencial. Él es el Sujeto, él es lo Absoluto; ella es lo Otro». Simone DE BEAUVOIR, El 
segundo sexo, Siglo Veinte, Buenos Aires, 1985, p. 4.  
10 
 
de la RAE presenta los vocablos «fuerte», «valeroso», «recio», «decidido», «firme», «resuelto» 
como sinónimos de «viril», mientras que para «femenino» ofrece las palabras «delicado», 
«fino», «blando», «débil», «suave». En relación con la construcción social de la feminidad, es 
revelador al respecto un fragmento de La dominación masculina:  
 
« [Las mujeres] existen fundamentalmente por y para la mirada de los demás, es decir, en cuanto que 
objetos acogedores, atractivos, disponibles. Se espera de ellas que sean femeninas, es decir, sonrientes, 
simpáticas, atentas, sumisas, discretas, contenidas, por no decir difuminadas. Y la supuesta «feminidad» 
sólo es a menudo una forma de complacencia respecto a las expectativas masculinas, reales o supuestas, 
especialmente en materia de incremento del ego. Consecuentemente, la relación de dependencia respecto 
a los demás (y no únicamente respecto a los hombres) tiende a convertirse en constitutiva de su ser».14    
 
Si bien es cierto que la relación de sometimiento de las mujeres a los hombres es el principal 
corolario del sexismo, no es el único. El sexismo es un sistema que, además, jerarquiza las 
sexualidades, colocando a la heterosexualidad en una posición de supremacía, al otorgarle un 
trato preferencial en detrimento de la homosexualidad. En otras palabras, la heterosexualidad 
se erige en la norma desde la cual se juzgan todas las demás sexualidades que, en consecuencia, 
se vuelven «minoritarias». Dicha creencia en una jerarquía de las sexualidades es lo que se 
conoce con el nombre más concreto de «heterosexismo».  
 
El heterosexismo se fundamenta hoy por hoy en la creencia de que la sexualidad14 es natural, 
pues se considera que la especie humana, del mismo modo que el resto de especies animales, 
responde inmediatamente al imperativo biológico de reproducción genética. Los partidarios de 
esta representación coherente pero falsa de la realidad humana suelen afirmar que el deseo 
erótico hacia personas del sexo opuesto es también natural, con lo que se reconoce tácitamente 
que la atracción sexual hacia personas del mismo sexo es algo anómalo, una especie de tara 
genética15. Sin embargo, huelga mencionar que la sexualidad es un producto histórico y, por 
tanto, mutable. En palabras del sociólogo Òscar Guasch: 
 
                                                 
14 Entendida como « […] un conjunto de prácticas y discursos (relativos al género, al deseo, a la afectividad y a 
la reproducción) que atraviesan transversalmente el sistema social y cultural». Òscar GUASCH, La crisis de la 
heterosexualidad, Laertes, Barcelona, 2007, p. 111. 
15 En 1954, la psicóloga norteamericana Evelyn Hooker llevó a cabo un experimento en el que probó que la 
homosexualidad no era una patología. Éste y otros estudios suyos contribuyeron a que la American Psychiatric 
Association decidiera retirar la homosexualidad de su Manual diagnóstico y estadístico de los trastornos mentales 
(DSM) en 1973. Evelyn HOOKER, «The adjustment of the male overt homosexual», Journal of projective 
techniques, 1957, pp. 18-31.  
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«La sexualidad es el cruce de la naturaleza con la cultura. […] Si el sexo animal persigue la reproducción 
de la especie y de los mejores genes individuales, la sexualidad humana busca reproducir tanto los grupos 
humanos como el orden social que los sostiene. […] Los genes condicionan las conductas humanas, pero 
no las determinan. En tanto que seres históricos, los humanos hacemos una lectura cultural del impulso 
genético»16. 
 
De todo cuanto se ha expuesto hasta ahora no resulta difícil colegir que sexismo y 
heterosexismo están en el origen más inmediato de la homofobia. Por un lado, el sexismo 
impone la diferenciación sexual de toda la población, estableciendo dos categorías de 
individuos, antagónicos y complementarios, en función de ciertos rasgos biológicos –el 
binomio hombre/mujer–. Tal proceso, que se legitima a sí mismo a través de la naturalización 
de las diferencias culturales, se articula por medio de la atribución de unas normas de 
comportamiento rígidas, cuya violación desencadena un castigo simbólico pero no por ello 
menos real: el ostracismo social17. Dichas normas confieren a los hombres el status de seres 
activos y autónomos y, en cambio, relegan a las mujeres a la condición de sujetos pasivos y 
dependientes. Por diversos motivos –en los que no nos detendremos para no perdernos en 
infinitas particularidades– podemos afirmar que los homosexuales suelen quebrantar los roles 
de género con mucha más frecuencia que las personas heterosexuales: hay una proporción muy 
elevada de gays que exhiben las características y el aspecto que se consideran inherentes al 
sexo femenino (delicadez, pasividad, fatuidad, etc.) y, paralelamente, de lesbianas con rasgos 
típicamente masculinos (brusquedad, desaliño, pragmatismo, etc.). La homosexualidad es 
disfuncional al sistema porque difumina las fronteras del género, necesarias para mantener el 
statu quo. Tal como afirma Borrillo, la homofobia se erige en un mecanismo de «vigilancia del 
género», pues a través de ella se acusan públicamente las huidas de lo masculino a lo femenino 
y viceversa.  
 
Por otro lado, el heterosexismo se fundamenta en la presunción de que la heterosexualidad es 
una opción sexual superior a cualquier otra. De la misma forma que ocurre con la diferenciación 
                                                 
16 La crisis de la heterosexualidad, cit., p. 111.  
17 En este sentido, el castigo de las normas escritas no es el único que influye sobre nuestra conducta. Juan Ramón 
Capella, al referirse a las normas de uso social que ordenan las comunidades primitivas, afirma: «Los grupos 
sociales contemporáneos, cualesquiera que sean, siguen generando en su seno mecanismos de moralidad positiva 
tenues o fuertes: no se debe suponer que tales mecanismos han sido superados, pues desempeñan un papel de 
primer orden en la conformación de nuestros comportamientos en el ambiente de los distintos grupos a los que 
pertenecemos». Juan Ramón CAPELLA, Fruta prohibida, Editorial Trotta, Madrid, 2008, p. 62.  
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sexual, se justifica por medio de falacias antropológicas18, al asegurarse que los humanos son 
idénticos a los demás mamíferos del reino animal: puesto que están destinados de modo 
inexorable a la reproducción de la especie, hombres y mujeres se inclinan a desearse 
mutuamente por la llamada de la naturaleza. De esta manera, las demás sexualidades « […] 
aparecen, en el mejor de los casos, como incompletas, accidentales y perversas, y en el peor, 
como patológicas, criminales, inmorales y destructoras de la civilización»19.  
 
3. El patriarcado 
 
Hasta ahora hemos hecho referencia a la subordinación femenina de forma un tanto difusa. Lo 
que hemos designado hasta el momento como «dominación masculina», la distribución 
desigual del poder entre hombres y mujeres, gozando los hombres de supremacía en términos 
generales, es un fenómeno que el feminismo suele denominar «patriarcado»20 y cuyo principal 
sostén ideológico es el sexismo, a través de una muy efectiva socialización de género. En el 
presente apartado me doy a la tarea de elucidar en qué consiste esta opresión para poder 
comprender cuál es el vínculo que mantiene con el lesbianismo.  
 
Se desconoce exactamente de cuándo data el patriarcado, pero se cree que se consolidó en los 
albores de la revolución neolítica, cuando las antiguas sociedades nómadas, fundadas en la caza 
y la recolección, dieron paso a los asentamientos agrícolas permanentes21. En su célebre tratado 
sobre materialismo histórico, Friedrich Engels sostiene en 1884: 
 
«El derrocamiento del derecho materno fue la gran derrota histórica del sexo femenino en todo el mundo. 
El hombre empuñó también las riendas en la casa; la mujer se vio degradada, convertida en la servidora, 
en la esclava de la lujuria del hombre, en un simple instrumento de reproducción. Esta baja condición de 
la mujer, que se manifiesta sobre todo entre los griegos de los tiempos heroicos, y más aún en los de los 
tiempos clásicos, ha sido gradualmente retocada, disimulada y, en ciertos sitios, hasta revestida de formas 
más suaves, pero no, ni mucho menos, abolida»22. 
                                                 
18 Desde luego, tanto el sexismo como el heterosexismo se han intentado justificar desde posturas muy diversas; 
no obstante, me circunscribo a la perspectiva antropológica porque es aquélla que presenta una apariencia más 
científica y neutral, por lo que es susceptible de manipular la realidad de un modo bastante sutil.  
19 Homofobia, cit., p. 32.  
20 Marta FONTENLA: «Patriarcado», en Susana Gamba (coordinadora): Diccionario de estudios de género y 
feminismos, Biblos, Buenos Aires, 2008. 
21 Fruta prohibida, cit., p. 42.  
22 Friedrich ENGELS, El origen de la familia, la propiedad privada y el Estado, Archivo Marx-Engels de la 




Para Engels, la «histórica derrota del sexo femenino» tiene lugar a raíz del surgimiento de la 
propiedad privada. Sin embargo, Gerda Lerner refuta las teorías aceptadas hasta el momento 
sobre una pretendida época histórica de predominio de las mujeres sobre los hombres 
(matriarcado), pues demuestra que las mismas se fundamentan en estudios ahistóricos y 
fragmentarios de ciertos descubrimientos arqueológicos sobre ídolos femeninos que conducen 
a asumir que en ciertos periodos históricos hubo una suerte de poder femenino. La autora 
propone una hipótesis radicalmente opuesta: «la apropiación por parte de los hombres de la 
capacidad reproductiva y sexual de las mujeres ocurrió antes de la formación de la propiedad 
privada y de la sociedad de clases»23.  
 
Entre los estudios feministas se cuentan un sinnúmero de explicaciones que intentan dar cuenta 
de lo que es el patriarcado. La definición que considero mejor sintetiza dicho concepto, en la 
medida en que aglutina diversas teorías feministas, es la que ofrece la abogada argentina Marta 
Fontenla: 
 
«En términos generales, el patriarcado puede definirse como un sistema de relaciones sociales sexo-
políticas basadas en diferentes instituciones públicas y privadas y en la solidaridad interclases e intragénero 
instaurado por los varones, quienes como grupo social y en forma individual y colectiva, oprimen a las 
mujeres también en forma individual y colectiva y se apropian de su fuerza productiva y reproductiva, de 
sus cuerpos y sus productos, ya sea con medios pacíficos o mediante el uso de la violencia»24. 
 
Con la expresión «relaciones sexo-políticas» la autora hace alusión a los principios del 
feminismo radical establecidos en 1969 por Kate Millet25. Siguiendo la línea que inició Simone 
de Beauvoir, Millet estudió el nexo existente entre la diferencia sexual y las relaciones de 
poder. Con la palabra “política” se refirió a aquellas relaciones implantadas desde el poder con 
el objetivo de que el grupo dominante conservara su autoridad sobre los dominados. Según 
Millet, la naturaleza patriarcal de la sociedad conlleva que los hábitos sexuales encierren 
relaciones de dominación. 
 
Por otro lado, las «diferentes instituciones públicas y privadas» en que se sostiene la relación 
de dominación son, en esencia, dos: la familia y el Estado. En cuanto a la primera, Fontenla se 
                                                 
23 Gerda LERNER, La creación del patriarcado, Editorial Crítica, Barcelona, 1990, p. 25.   
24 «Patriarcado», cit. 
25 Kate MILLET, Política sexual, Ediciones Cátedra, Madrid, 2010.  
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inspira en la definición hecha por Gerda Lerner26, para quien el patriarcado no es otra cosa que 
la institucionalización del dominio de los varones sobre las mujeres y los niños de la familia y, 
más tarde, la extensión de esa sujeción sobre las mujeres a toda la sociedad. Respecto al Estado, 
se remonta al proceso de formación del mismo, que tuvo lugar en los siglos XV y XVI, pues 
es durante esta época del feudalismo cuando los estados europeos se empiezan a arrogar el 
monopolio de la violencia, de la producción normativa y de la economía, instrumentos a través 
de los cuales se asegura de iure el sometimiento de las mujeres al padre, al marido y a todos 
los hombres en general. Si bien familia y Estado son las principales instituciones en que se 
apoya el patriarcado, no son las únicas: Heidi Hartmann27, la máxima exponente del feminismo 
marxista, incluye todas aquellas estructuras que permiten ejercer un control sobre la fuerza de 
trabajo femenina, como la sexualidad y el matrimonio heterosexual.  
 
Aun cuando nuestra sociedad se encuentra profundamente atravesada por una opresión de clase 
que, evidentemente, sitúa a muchos varones en una situación de explotación, el patriarcado se 
extiende con la complicidad de la mayoría de ellos, con independencia del lugar que ocupen 
en las relaciones de producción y/o jerarquía social. Es bajo esta perspectiva que hay que 
entender la mención a la «solidaridad interclases e intragénero».  
 
No cabe duda de que todas las aclaraciones previas nos permiten conocer más en profundidad 
cómo funciona la opresión femenina. No obstante, aquello que, a mi juicio, define al 
patriarcado por antonomasia, más allá de las diferencias culturales que se registran a lo largo 
de la historia28, es la apropiación de la «fuerza productiva y reproductiva de las mujeres». Con 
ella la autora apunta a los postulados del feminismo materialista, que pivota alrededor de la 
idea fundamental de que « […] las relaciones de reproducción generan un sistema de clases 
sexual, que se basa en la apropiación y el control de la capacidad productiva y reproductiva de 
las mujeres, y que existe paralelamente al sistema de clases económico basado en las relaciones 
de producción». Situándonos en el contexto de la economía capitalista, Fontenla cita a Christine 
Delphy (deudora de la expresión «feminismo materialista»), para quien existe una relación de 
producción entre marido y mujer en el seno de la familia nuclear moderna, que asemeja a la 
                                                 
26 La creación del patriarcado, cit. 
27 Heidi HARTMANN, El infeliz matrimonio entre marxismo y feminismo, Cuadernos del Sur Nº5, Buenos Aires, 
1987.  
28 Fruta prohibida, cit., p. 42.  
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relación entre un jefe y una subordinada29. Dicha sumisión tiene lugar porque, dentro del 
sistema capitalista, la producción del jefe –el trabajo asalariado o autónomo del marido– integra 
el circuito mercantil, en tanto que la producción de la subordinada –el trabajo doméstico 
gratuito de la esposa– no, y por tal motivo es invisibilizada y subestimada30. 
 
4. El lesbianismo como estrategia de resistencia 
 
He insinuado que el patriarcado emplea diversos medios que le sirven al fin último de controlar 
la producción y la reproducción de las mujeres. Llegados a este punto, me parece 
imprescindible citar a la feminista Monique Wittig, pues son sus postulados los que mejor 
ilustran la relación que hay entre patriarcado y lesbianismo. Para la autora, la noción de 
«género» es engañosa porque, si bien denuncia la relación de dominación de que las mujeres 
son víctima, disimula el hecho de que hombres y mujeres constituyen en realidad dos clases 
enfrentadas. En efecto, partiendo del enfoque marxista de la opresión de clase, Wittig afirma 
que los hombres explotan a las mujeres del mismo modo que la burguesía explota al 
proletariado, esto es, apropiándose del trabajo productivo que ejercen gratuitamente, 
incluyendo también el trabajo reproductivo31.  
 
En este contexto, la heterosexualidad, más allá de ser una práctica sexual concreta, se presenta 
como un régimen necesario para asegurar la explotación económica de las mujeres por los 
hombres. Tal como expusiera Beatriz Gimeno diez años atrás, desarrollando las teorías que 
Adrienne Rich vertiera en su artículo «Heterosexualidad obligatoria y existencia lesbiana»32:  
 
«La heterosexualidad no está naturalmente más extendida que la homosexualidad, ni es la manera  en que 
la mayoría de los seres humanos están condenados a relacionarse. La prueba de que no hay nada natural 
detrás de su extensión universal es que no sólo se enseña concienzudamente, sino que, además, se hacen 
ímprobos esfuerzos para que la mayoría de las mujeres sientan que no tienen otra opción y para que las 
                                                 
29 Christine DELPHY, Por un feminismo materialista. El enemigo principal y otros textos, La Sal Edicions de les 
Dones, Barcelona, 1982.  
30 Un informe de la OCDE asegura que el trabajo doméstico no remunerado representa entre el 30% y el 50% del 
Producto Interior Bruto (PIB) de los países desarrollados, según el cálculo realizado en varios países de la 
organización. Se define como trabajo doméstico el tiempo y los recursos empleados en las principales tareas de 
la casa: preparación de la comida, lavado y planchado de la ropa, aprovisionamiento, cuidado de niños y ancianos 
de la familia, etc. OCDE, La production domestique dans les pays de l'OCDE: inventaire des sources de donnes 
et des methodes d’evaluation, París, 1995, p. 59. 
31 «El destino de las mujeres es aportar tres cuartas partes del trabajo en la sociedad (tanto en la esfera de lo público 
como de lo privado), trabajo al que hay que añadir el trabajo corporal de la reproducción según la tasa 
preestablecida de la demografía». M. WITTIG, El pensamiento heterosexual y otros ensayos, p. 25. 
32 Adrienne RICH, Sangre, pan y poesía, Icaria, Barcelona, 2001, p. 41. 
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otras opciones parezcan (y sean) un castigo; la heterosexualidad está fuertemente inducida, y de ahí los 
múltiples mecanismos destinados a sustentarla, a enseñarla, a favorecerla, a castigar la disidencia, a 
presionar a las mujeres para que se hagan heterosexuales en definitiva»33. 
 
Es, respecto al régimen de la «heterosexualidad obligatoria»34, donde, según Wittig, entra en 
juego el papel de la lesbiana, que se convierte en desertora de su clase: 
 
«En situaciones desesperadas, como ocurría a siervos y esclavos, las mujeres pueden «elegir» convertirse 
en fugitivas e intentar escapar de su clase o grupo (como hacen las lesbianas) y/o renegociar diariamente, 
término a término, el contrato social. No hay escapatoria (porque no hay otra orilla del Mississippi, no hay 
una Palestina ni una Liberia para las mujeres). Lo único que se puede hacer es resistir por sus propios 
medios como prófuga, como esclava fugitiva, como lesbiana»35. 
 
La autora considera que el rechazo de la heterosexualidad siempre ha supuesto, se fuera 
consciente o no de ello, oponerse a transformarse en una mujer o en un hombre. Sin embargo, 
para las lesbianas renegar de la heterosexualidad no consiste únicamente en rechazar asumir el 
rol de «mujer», sino, más todavía, rechazar el «poder económico, ideológico y político de un 
hombre»36. 
 
Ahora bien, Wittig no postula que el lesbianismo sea un fin en sí mismo, sino un intento –
legítimo– de resistencia al destino al que se aboca a la mitad de la población. El objetivo al que 
todas las mujeres deberían aspirar transita por otros derroteros: la destrucción de las categorías 
de «hombre» y «mujer» a través de la lucha de clases, pues es la misma la que resuelve las 
contradicciones aparentes. Huelga mencionar que la destrucción de hombres y mujeres ha de 
ser entendida en un sentido retórico, no como un genocidio, sino como una contienda política.  
 
La consecuencia más evidente de todo lo que hemos apuntado hasta el momento es que la 
figura de la lesbiana es extremadamente disfuncional e incómoda para el patriarcado, en la 
medida en que desafía37 el poder que los hombres intentan ejercer sobre ella –en tanto que 
                                                 
33 Beatriz GIMENO, Historia y análisis político del lesbianismo, Editorial Gedisa, Barcelona, 2005, p. 27. 
34 Adrienne RICH, Sangre, pan y poesía, Icaria, Barcelona, 2001, p. 41.  
35 El pensamiento heterosexual, cit., p. 15.  
36 El pensamiento heterosexual, cit., p. 36.  
37 Es necesario subrayar que el «éxodo» tiene lugar bien de modo consciente o bien inconsciente. Lo recalco 
porque, debido a la creencia ampliamente difundida de que la orientación sexual es algo con lo que se nace, 
muchas mujeres consideran haber sido siempre «así». Aun cuando no se percibe la dominación masculina –
recordemos aquello de la violencia simbólica–, el lesbianismo supone, en la práctica, un rechazo de la misma.  
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mujer–. En este sentido, el lesbianismo también supone una amenaza al sistema, pues ofrece a 
todas las mujeres una alternativa al dominio masculino, por lo menos en lo que respecta a la 
esfera privada38. 
 
«En la actualidad, el lesbianismo como estilo de vida sigue teniendo algo que ofrecer a las mujeres porque 
el patriarcado sigue existiendo, a pesar de las voces que lo dan por periclitado. El lesbianismo seguirá 
teniendo algo que ofrecer a las mujeres mientras la heterosexualidad continúe siendo una de las 
herramientas principales que utiliza el patriarcado contra las mujeres […]»39. 
 
Beatriz Gimeno, en un análisis que atraviesa la historia del mundo occidental desde la época 
grecorromana hasta la actualidad, demuestra cómo el lesbianismo ha sido para las mujeres que 
lo practicaban un «espacio de huida de la heterosexualidad», un espacio que, conviene no 
perder de vista, no se ha configurado como un lugar puramente sexual, sino muy especialmente 
como un espacio social y político.  
 
En el preciso instante en que nos percatamos de que el lesbianismo ha sido –y es todavía– una 
estrategia para hacer frente al patriarcado, se nos presentan de un modo diáfano las diferencias 
entre homosexualidad femenina y masculina. Ser hombre significa pertenecer al género que 
detenta todo el poder, de modo que renunciar a una parte crucial de la masculinidad –la 
heterosexualidad– significa abdicar de ciertos privilegios. En cambio, para las mujeres la 
situación es muy distinta. Dado que las mujeres forman parte del género oprimido, marginado, 
rechazar la heterosexualidad puede ser, aun con todas las privaciones que conlleva, una 
experiencia emancipadora. Es innegable que tanto gays como lesbianas han compartido y 
comparten el castigo y el estigma social, pero «mientras los gays eran expulsados (en caso de 
que lo fueran) de un mundo del que eran los dueños, las mujeres eran expulsadas de un mundo 
en el que eran las siervas»40. En definitiva, la diferencia elemental entre gays y lesbianas tiene 
que ver con la posición que hombres y mujeres ostentan en la sociedad: en tanto los varones 
no pueden más que perder siendo homosexuales, las mujeres puede que no sólo no pierdan 
nada, sino que además ganen algo.  
 
                                                 
38 Entiéndase bien: no estoy afirmando que ser lesbiana sea la panacea, que las relaciones entre mujeres sean 
idílicas o que todos los varones sean seres abominables que desean subyugar a las mujeres; sencillamente, en el 
contexto del patriarcado y debido al proceso de socialización de género al que nos hemos referido, construir 
relaciones igualitarias entre hombres y mujeres es, si no imposible, extremadamente difícil.  
39 Historia y análisis político del lesbianismo, cit., p. 27.  
40 Op. cit., p. 25.  
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Llegados a este punto, nos hallamos en pos de elaborar una definición completa de lo que es la 
lesbofobia. Ésta se puede describir como la hostilidad hacia todas aquellas mujeres que 
desafían el patriarcado –raíz última del sexismo y el heterosexismo– renegando de la 
heterosexualidad obligatoria, entendida ésta como sistema que favorece la dominación 
masculina y no exclusivamente como práctica sexual. El lesbianismo, a efectos prácticos, no 
es únicamente una identidad sexual: es una actitud que pone en jaque el sistema patriarcal. 
Siguiendo a Borrillo, también se puede considerar lesbofobia el repudio hacia las mujeres que, 
aun sin mantener relaciones sexo-afectivas con otras, muestran escaso respeto por los roles de 
género: mujeres fuertes, agresivas, autónomas, solteras, sin voluntad de tener hijos…, en 
definitiva, mujeres que cuestionan de un modo u otro el destino que se les ha tocado en suerte.  
 
5. La invisibilización como instrumento de represión del lesbianismo  
 
Siendo el lesbianismo como ha sido, en la práctica, un atentado al poder omnipresente del 
patriarcado, no cabe la menor duda de que éste no lo ha transigido sin más. Al contrario, a lo 
largo de la historia se ha servido de medios muy variados para neutralizar su impacto 
subversivo, instrumentos similares a los que se han empleado para reprimir a los gays41. Sin 
embargo, también en este terreno es posible percibir la distinta consideración que tiene para el 
sistema la homosexualidad masculina y la femenina: mientras que la primera ha sido 
brutalmente castigada, la segunda ha sido primordialmente silenciada e invisibilizada42. Si 
tomamos un fragmento de la historia, concretamente, de la historia más reciente de nuestro 
país, vemos cómo ello se cumple rigurosamente: remontándonos a la época tardofranquista, al 
amparo de la Ley 16/1970, sobre Peligrosidad y Rehabilitación Social, que castigaba los 
                                                 
41 A partir del momento en que el cristianismo se convierte en la religión oficial del Imperio romano –siglo IV- 
se hace manifiesto el triunfo de la misma en la cultura occidental. En consonancia con la visión que la Iglesia 
tenía de la sexualidad como destinada exclusivamente a la procreación, se comienza entonces a poner coto vedado 
a la homosexualidad masculina, calificando la sodomía como un pecado merecedor de los peores castigos. Con el 
advenimiento de las revoluciones burguesas y su afán racionalizador y juridicista, la homosexualidad deja de ser 
considerada un pecado y se convierte en un delito; más tarde, con la generalización de la medicina, en una 
patología y, finalmente, la psiquiatría la relega a la categoría de trastorno. Homofobia, cit., pp. 45-74. 
42 Homofobia, cit., p. 30.  
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comportamientos homosexuales43, se condenó a miles de hombres, pero apenas existen casos 
de mujeres que hayan sufrido tal represión44. 
 
Una posible explicación a este fenómeno podemos encontrarla, de nuevo, en la diferencia entre 
hombres y mujeres en la cultura. Como afirmamos en su momento, la homosexualidad 
masculina amenaza con borrar las fronteras de los géneros, lo cual es, a todas luces, perjudicial 
al statu quo. Sin embargo, el lesbianismo va mucho más allá, no sólo cuestiona los roles de 
género sino que además cuestiona el orden establecido, la explotación secular que los hombres 
vienen ejerciendo sobre las mujeres y que sostiene el sistema económico. En términos de 
táctica, resulta mucho más efectivo ocultar la existencia de aquello que resulta incómodo que 
exponerlo a la luz pública, con el potencial riesgo de «contagio». Durante las dictaduras una 
operación frecuente para reducir a los disidentes políticos consiste en «hacerlos desaparecer» 
silenciosamente –bien a través del exilio, bien a través del exterminio físico–; de este modo se 
evitar tener que juzgarlos en un proceso que daría publicidad al conflicto. Es muy útil para el 
patriarcado simular que las lesbianas no existen, que son tan pocas que resultan insignificantes; 
como aquello de lo que no se habla no existe, las mujeres ni siquiera se la pueden llegar a 
plantear como una alternativa real al dominio masculino.  
 
Sea como fuere, es evidente que esta estrategia está en el corazón de la lesbofobia. Muestra 
palmaria de que ello es así es, entre otros elementos45, nuestro derecho positivo: las lesbianas 
prácticamente carecen de representación en el discurso jurídico. Ya no sólo se trata de que 
aquéllas sean discriminadas en ciertos sectores del ordenamiento en relación con las personas 
heterosexuales, que lo son. Es que incluso cuando se alude a las mujeres específicamente, la 
referencia a las lesbianas brilla por su ausencia y, aun en el extraordinario supuesto de que las 
                                                 
43 «Artículo segundo: Serán declarados en estado peligroso, y se les aplicarán las correspondientes medidas de 
seguridad y rehabilitación, quienes: 
[…] 
Tercero. Los que realicen actos de homosexualidad». 
44 «Según los datos disponibles de los juzgados de Peligrosidad de Madrid (años 1974 y 1975), alrededor del 6% 
de los expedientes incoados en estos tribunales lo eran por homosexualidad (en un 99% de los casos 
homosexualidad masculina), y la proporción de sentencias condenatorias alcanzó el 5% del total. 
Las Memorias de la Fiscalía del Tribunal Supremo (1970-1979), revelan un total de más de 58.000 expedientes 
de peligrosidad incoados y más de 21.000 sentencias condenatorias. Si los datos de Madrid se extrapolan a la 
realidad del Estado español, estaríamos hablando de unos 3.600 expedientes por homosexualidad entre 1970 y 
1979 y unos mil condenados en este periodo, prácticamente todos ellos varones». El Mundo, El franquismo 
encarceló a un millar de “gays” por su “peligrosidad social”, artículo publicado el 30 de septiembre de 2001.  
45 Beatriz Gimeno expone con gran detalle un caso de lesbofobia en los medios de comunicación, que, en relación 
con la comisión de un asesinato, hicieron pasar como una simple amistad lo que era a todas luces una relación de 




normas tengan en cuenta que existen más sexualidades aparte de la heterosexualidad, lo hacen 
de un modo abstracto y evitan, en todo caso, utilizar la expresión «lesbiana» o «lesbofobia». 
Lo que se consigue, en definitiva, es, por un lado, invisibilizar la existencia lesbiana y, por el 
otro, victimizar a las que lo son, al presentarlas como un colectivo marginado y minoritario, so 
pretexto de fomentar la igualdad.   
 
En los capítulos que siguen me adentraré de lleno en el análisis del derecho positivo en relación 
con la lesbofobia. En primer lugar, el capítulo II está dedicado a examinar qué se establece 
sobre la igualdad formal y material de las lesbianas, y la exposición de aquellos preceptos en 
que el principio de igualdad ante la ley se quiebra de un modo dudosamente constitucional. A 
continuación, el Capítulo II está consagrado al estudio de algunas leyes de igualdad de género, 
por ser un ámbito del Derecho en el que se prevé, aun de forma parcial y fragmentaria, la 
promoción de la igualdad sustancial de las mujeres lesbianas, al objeto último de demostrar 
que el Estado promueve una imagen victimizada de las mujeres lesbianas que contribuye a la 
estrategia de volverlas inofensivas y contrarrestar así, en última instancia, el potencial 




CAPÍTULO II. LA DESIGUALDAD DE LAS LESBIANAS ANTE LA LEY 
 
1. De la prohibición de la homosexualidad a la prohibición de discriminación de la 
orientación sexual 
 
A diferencia de lo que sucede en otros países del mundo46, actualmente el Derecho español 
no contempla la homosexualidad, ni masculina ni femenina, como un motivo de persecución. 
Ahora bien, hasta hace fechas muy recientes ello no era así. Veamos brevemente cuál ha sido 
la evolución del tratamiento jurídico que se le ha conferido a la homosexualidad en España.  
 
El pensamiento cristiano, cuya influencia se deja sentir hasta el día de hoy en nuestro país47, 
considera que la sexualidad es un acto exclusivamente procreativo, de modo que cualquier 
actividad sexual que no vaya dirigida a esa finalidad es condenada como un pecado. El 
influjo de la Iglesia Católica en materia de sexualidad empieza a ser patente en la Edad Media 
–desde el siglo XIII hasta el siglo XIX–48, momento a partir del cual la homosexualidad se 
configura como un pecado llamado «sodomía», merecedor de los peores castigos, siendo la 
hoguera el principal de ellos. No es hasta la promulgación del Código Penal de 8 de junio de 
1822 cuando la sodomía deja de estar tipificada, lo cual, no obstante, no se traduce en una 
ausencia de persecución: además de la evidente hostilidad social, los homosexuales son 
castigados al amparo del Código Penal de 1928 –bajo la dictadura de Primo de Rivera–, en 
aplicación de los delitos de escándalo público o de las faltas contra la moral. A pesar de 
observarse cierta liberalización en los últimos años de 1920, tras el levantamiento militar de 
1936 y la consolidación de la dictadura franquista, la homosexualidad vuelve a reprimirse 
brutalmente, sobre todo a raíz de la reforma operada en 1954 sobre la Ley de Vagos y 
Maleantes de 4 de agosto de 1933, en la que se incluye a los homosexuales entre otros 
«delincuentes». El hostigamiento se prolonga con la Ley 36/1970 de Peligrosidad y 
Rehabilitación Social, pues el art. 2 declaraba que los que «realizaren actos de 
homosexualidad» se hallaban en estado peligroso49. El 31 de octubre de 1978 se aprueba la 
                                                 
46 Según la ONU, la cifra de países que penalizan las relaciones entre adultos del mismo sexo asciende a 70. 
Información extraída de un comunicado conjunto del Secretario General de la ONU y la Alta Comisionada para 
los Derechos Humanos de 10 de marzo de 2011. 
47 Baste señalar lo que establece el apartado 3 del art. 16 CE: «Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los 
poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes 
relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones».  
48 Teresa PERAMATO, Desigualdad por razón de orientación sexual e identidad de género, homofobia y 
transfobia, Thomson Reuters Aranzadi, Navarra, 2013, pp. 129-130.  
49 Como una muestra del proceso de invisibilización que el Estado ha llevado a cabo desde siempre respecto a las 
lesbianas son reveladores los datos que aporta Teresa Peramato sobre los expedientes tramitados conforme a la 
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Constitución Española, que configura al Estado español como un Estado Democrático, Social 
y de Derecho, en consonancia con lo cual se proclama el derecho a la igualdad de todos los 
españoles (art. 14 CE), así como el derecho a la dignidad y al libre desarrollo de la 
personalidad (art. 10 CE). Puesto que la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social no 
casaba bien con dichos postulados, se promulga la Ley 77/1978, de 26 de diciembre, con el 
propósito de reformar aquélla en lo tocante a los actos de homosexualidad, que son 
eliminados. Sin embargo, aún hay que esperar a su derogación íntegra por la Ley Orgánica 
10/1995, del Código Penal, pues la homosexualidad seguía castigándose, de facto, en virtud 
del delito de escándalo público –que fue finalmente abrogado–.  
 
Esta situación ha tenido también reflejo en la evolución de la jurisprudencia española –sobre 
todo la del ámbito de lo social–, aunque el carácter marcadamente conservador del cuerpo de 
jueces y la consiguiente no ruptura clara con la jurisprudencia pre-constitucional en lo 
atinente a las estructuras simbólicas de las relaciones sexuales, se ha dejado sentir hasta 
nuestros días. Así lo muestra el profuso análisis de la doctrina de los altos tribunales del 
civilista Juan J. Ruiz-Rico en El sexo de sus señorías50, o la resistencia del Consejo general 
del Poder Judicial y de muchos jueces ordinarios a la reforma del Código civil que legalizó el 
matrimonio homosexual. De este modo, la asociación entre sexualidad no normativa y pecado 
se ha mantenido presente por esa vía en nuestros cuerpos jurídicos. 
 
Una vez hemos dejado sentado que en nuestro ordenamiento penal la homosexualidad no 
constituye una infracción, veamos el reverso de la situación: ¿está proscrita la discriminación 
por razón de orientación sexual o identidad de género? 
 
«En España, son muchos los derechos fundamentales y valores constitucionales que pueden entenderse 
vulnerados si se restringen los derechos de los homosexuales y se tratan como un reducto minoritario 
frente a la mayoría heterosexual. En un Estado social y democrático de Derecho como propugna el art. 
1.1 de la CE, cuyos valores superiores son la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político, no 
encajan las desigualdades en relación a este colectivo, que podría ver vulnerados derechos como la 
                                                 
Ley de Peligrosidad entre 1974 y 1975: en el primer año, de los 64 expedientes incoados por homosexualidad, 63 
se dirigieron contra varones y sólo uno contra una mujer, mientras que en el segundo, de un total de 176 
expedientes iniciados por homosexualidad, sólo dos se enfocaron contra una mujer. T. PERAGATO, cit., pp. 136-
137.  
50 El sexo de sus señorías. Sexualidad y Tribunales de Justicia en España, Comares, Granada, 2011  
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libertad, el libre desarrollo de la personalidad, la intimidad personal y familiar y, sobre todo, la 
igualdad»51.  
 
En efecto, podríamos considerar que la prohibición de discriminación por motivo de 
orientación sexual e identidad de género queda condensada dentro de una de las tantas 
manifestaciones del principio de igualdad consagrado por la Constitución. Es preciso matizar 
que nuestra Norma Fundamental contempla no sólo una, sino varias dimensiones de lo que 
constituye la igualdad. En primer lugar, el art. 1.1. CE la erige en un valor que está llamado a 
«ordenar la convivencia y a informar el ordenamiento jurídico, ejerciendo sobre él una 
función interpretativa»52. En segundo lugar, la igualdad material que propugna el art. 9.2 CE 
debe ser entendida como un objetivo a promover por los poderes públicos, pues se parte de la 
comprobación de que las personas se hallan en situaciones sociales y económicas muy 
desiguales y el Estado no puede ignorar ese estado de cosas, sino que debe comprometerse a 
superarlo53. Por último, el art. 14 CE contiene una enunciación tradicional del principio de 
igualdad, en la que se señala que los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda 
discriminarse por un conjunto de causas que se indican en una lista de numerus apertus. La 
doctrina entiende que dicho precepto incluye dos clases de igualdad: la igualdad en el 
contenido de la ley y la igualdad en la aplicación de la ley. 
 
Ahora bien, si analizamos el mentado art. 14, en el que se dispone que «Los españoles son 
iguales ante la Ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, 
raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social», 
observamos que el precepto no hace una referencia explícita a la orientación sexual como 
razón discriminatoria, del mismo modo que tampoco lo hace el Pacto Internacional de 
                                                 
51 Cristina MONEREO, «Orientación sexual e identidad de género: aproximación conceptual y estrategias para la 
reivindicación de derechos del colectivo LGBT». El tiempo de los derechos, nº 21, 2014, p. 16.  
52 Miguel Ángel APARICIO, Manual de Derecho Constitucional, Atelier, Barcelona, 2009, p. 656. 
53Art. 9.2 CE: «Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad 
del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o 




Derechos Civiles y Políticos de 196654,–del que España es parte desde 1977–, ni el Convenio 
Europeo de Derechos Humanos de 195055 –ratificado por nuestro Estado en 1979–.  
 
Sin embargo, en las últimas décadas hemos asistido a la inclusión de la orientación sexual 
entre las causas de prohibición de discriminación, fenómeno que ha tenido lugar tanto a nivel 
internacional como nacional. De este modo, en relación con el aludido art. 26 del PIDCP, el 
Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas confirmó en su Dictamen de 4 de abril de 
199456 que la prohibición contra la discriminación por motivos de sexo comprende también la 
discriminación basada en la orientación sexual. Asimismo, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos reinterpretó el art. 14 del CEDH en su sentencia de 21 de diciembre de 1990, 
dictada en relación con el caso Salgueiro da Silva Mouta contra Portugal; en ella se afirma 
que: «[…] la orientación sexual […] se contempla, sin duda, en el artículo 14 del Convenio. 
El Tribunal recuerda a este respecto que la lista que encierra dicho artículo tiene un carácter 
indicativo y no limitativo, como atestigua el adverbio especialmente». Por lo que se refiere al 
artículo 14 CE, nada obsta para que la orientación sexual y la identidad de género se 
entiendan encerradas en la expresión «cualquier otra condición o circunstancia personal o 
social». De hecho, el propio Tribunal Constitucional se pronunció al respecto en la Sentencia 
176/2008, de 22 de diciembre; si bien en ella el Tribunal alude únicamente a la 
transexualidad, el razonamiento es a todas luces extrapolable a la homosexualidad57.  
 
La Constitución irradia sus valores a todo el ordenamiento y, por cuanto nos atañe, ello tiene 
consecuencias nada desdeñables en diversos sectores: en el ámbito laboral, los empresarios 
no pueden despedir a los trabajadores por su orientación sexual o identidad de género sin 
                                                 
54 Artículo 26: «Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección 
de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual 
y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas 
o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social».  
55 Artículo 14: «El goce de los derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio ha de ser asegurado sin 
distinción alguna, especialmente por razones de sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas u otras, 
origen nacional o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, nacimiento o cualquier otra situación». 
56 Dictamen basado en la comunicación núm. 488/1992, presentada por el señor Nicholas Toonen contra Australia.  
57 «En relación con lo anterior, es de destacar que la condición de transexual, si bien no aparece expresamente 
mencionada en el art. 14 CE como uno de los concretos supuestos en que queda prohibido un trato discriminatorio, 
es indudablemente una circunstancia incluida en la cláusula “cualquier otra condición o circunstancia personal o 
social” a la que debe ser referida la interdicción de la discriminación. Conclusión a la que se llega a partir, por un 
lado, de la constatación de que la transexualidad comparte con el resto de los supuestos mencionados en el art. 14 
CE el hecho de ser una diferencia históricamente arraigada y que ha situado a los transexuales, tanto por la acción 
de los poderes públicos como por la práctica social, en posiciones desventajosas y contrarias a la dignidad de la 
persona que reconoce el art. 10.1 CE, por los profundos prejuicios arraigados normativa y socialmente contra 
estas personas; y, por otro, del examen de la normativa que, ex art. 10.2 CE, debe servir de fuente interpretativa 
del art. 14 CE».  
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viciar de nulidad el despido (art. 55.5 ET); desde una perspectiva penal, constituye una 
circunstancia agravante cometer un delito teniendo como móvil, entre otros, la orientación o 
identidad sexual de la víctima (art. 22.4 CP58) y, asimismo, el Código Penal castiga la 
provocación a la discriminación, al odio o a la violencia así como las injurias colectivas por 
razón de la orientación sexual –mas no se contempla la identidad de género, y las normas 
penales no pueden ser objeto de interpretación extensiva– (art. 510.1 y 2 CP), previendo 
también una sanción para «Los que en el ejercicio de sus actividades profesionales o 
empresariales denegaren a una persona una prestación a la que tenga derecho por razón de su 
[…] orientación sexual […]» (art. 512 CP).  
 
Así pues, en principio parece claro que en nuestro Derecho la prohibición de discriminación 
fundada en la orientación sexual goza de la máxima protección, pues viene establecida por la 
norma suprema del ordenamiento jurídico, matizada por la jurisprudencia constitucional y 
comunitaria, así como por los tratados internacionales –que, recuérdese, son de aplicación 
directa en el ordenamiento tras haber sido publicados en el BOE (art. 1.5 CC) –. 
 
Ahora bien, la virtualidad del principio de igualdad, tanto en su vertiente formal (art. 14 CE), 
–de derecho a la igualdad en el contenido y en la aplicación de la ley– cuanto en su vertiente 
sustancial (art. 9.2 CE) –de mandato a los poderes públicos para que promuevan las 
condiciones que hagan efectiva la igualdad de los individuos– depende del compromiso 
político que el Estado esté dispuesto a asumir efectivamente momento a momento. Es en el 
instante en que éstos promulgan, ejecutan o aplican una norma cuando es posible apreciar si 
verdaderamente han respetado el principio de igualdad –o si, por el contrario, han incurrido 
en una discriminación inadmisible–, así como verificar si se han establecido medidas en 
orden a superar la desigualdad. Por tanto, para valorar si nuestro ordenamiento jurídico 
discrimina o no a las mujeres lesbianas no es suficiente con examinar la Constitución; hace 
falta analizar si existe alguna otra fuente de la que sea posible inferir un trato desigual que no 
sea objetiva y razonablemente justificable. Los epígrafes que siguen están dedicados a 
analizar un sector del Derecho que se caracteriza por ser fecundo en quebrantamientos al 
principio de igualdad en la ley con respecto a las personas homosexuales.  
 
                                                 
58 Artículo modificado por la LO 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la LO 19/1995, de 23 de 
noviembre, del Código Penal. 
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2. Las familias que elegimos59 
 
Como ya sugerimos en la introducción a este trabajo, el Derecho Civil es la rama del 
ordenamiento con que más resistencias han tropezado las reivindicaciones del colectivo 
LGBT, a pesar de haberse conseguido avances sustanciales –como la aprobación de la ley de 
matrimonio homosexual o la ley de identidad de género–. La razón de ello hay que buscarla 
en el carácter conservador de la familia nuclear que, como aclaramos en el capítulo 
precedente, es una de las principales instituciones que sustentan el patriarcado; así pues, 
resulta lógico que la institución familiar que se ha gestado en nuestra cultura se cimiente 
sobre planteamientos heterosexistas.  
 
El título de este epígrafe toma prestado el de una obra de la antropóloga norteamericana Kath 
Weston. En ella, la autora lleva a cabo una investigación sobre la manera en que los gays y 
las lesbianas de la Bahía de San Francisco han ido construyendo en las últimas décadas sus 
propias nociones acerca de un parentesco que les ha sido negado sistemáticamente. El 
significado político de reivindicar un parentesco voluntario por parte de las personas 
homosexuales ha sido considerado por el movimiento LGBT de dos maneras alternativas: o 
bien como una estrategia conservadora o bien como algo esencialmente progresista. No 
resulta sencillo pronunciarse sobre este debate, pues están por ver las consecuencias que 
pudiera tener sobre el sistema en el largo plazo; si la generalización de un modelo alternativo 
de familia contribuye a desestabilizar las bases opresivas de la sociedad o si dicho proceso 
queda secuestrado dentro de las dinámicas de explotación y el orden constituido consigue 
adaptarlo a las mismas. Weston se inclina a considerarla una opción rupturista cuando 
argumenta que 
 
 «Hay también un gran potencial de cambio en la forma en que los gays abordan la «reproducción» al 
crear sus propias familias. Si la «sociedad» quiere definirnos como seres no reproductivos desde el punto 
de vista físico, preguntan algunos, ¿por qué deberíamos «reproducir» los compromisos sociales que 
perpetúan el statu quo? Este uso intencionado de la reproducción lleva por sí mismo a una crítica social 
que va más allá de los intereses atribuidos generalmente a los homosexuales»60.  
 
Antes de proceder al examen de las normas, es pertinente recordar que la igualdad en la ley  
                                                 
59 Kath WESTON, La familias que elegimos. Lesbianas, gays y parentesco. Edicions Bellaterra, Barcelona, 2003.  




«Opera frente al legislador y frente al poder reglamentario, y prescribe que se trate igual a los iguales y, 
por el contrario, desigualmente a los que estén en situación desigual. La clave, pues, para determinar si se 
ha respetado el principio de igualdad […] será establecer si realmente los destinatarios de la norma se 
encuentran en igual situación o si, en cambio, se dan circunstancias que los diferencian […]»61. 
 
Circunstancias que, por otro lado, tienen que estar relacionadas con el objeto de la norma y 
deben tener un peso relevante como para justificar la introducción de un trato disímil.  
 
2.1. La adopción 
 
En España, tras la reforma efectuada por la Ley 13/2005, de 1 de julio, por la que se modifica 
el Código Civil en materia de derecho a contraer matrimonio, se permite la adopción por 
ambos cónyuges, tanto la simultánea como la sucesiva62 (art. 175.4 CC). La DA 1ª de dicha 
ley matiza que «las disposiciones legales y reglamentarias que contengan alguna referencia al 
matrimonio se entenderán aplicables con independencia del sexo de sus integrantes», por lo 
que queda claro que los matrimonios constituidos por mujeres lesbianas –lo mismo que los 
gays– disponen también de la posibilidad de adoptar.  
 
Ahora bien, la situación cambia radicalmente cuando ponemos el foco sobre las uniones 
civiles, ya que, si bien la adopción por matrimonios de homosexuales ha sido admitida en el 
Código Civil de forma indirecta al regularse el matrimonio entre personas del mismo sexo, la 
institución de la adopción se mantiene relativamente intacta. La DA 3ª de la Ley 21/1987, de 
11 de noviembre, por la que se modifican determinados artículos del CC y de la LEC en 
materia de adopción, dispone lo siguiente: « […] las referencias de esta Ley a la capacidad de 
los cónyuges para adoptar a un menor serán también aplicables al hombre y la mujer 
integrantes de una pareja unida de forma permanente por relación de afectividad análoga a la 
conyugal». Del tenor del precepto mentado, interpretado de acuerdo a la nueva redacción del 
art. 175.4 CC, se infiere que sólo las uniones civiles de heterosexuales pueden adoptar. Ello 
tiene la consecuencia de establecer un trato manifiestamente discriminatorio, pues carece de 
                                                 
61 M. A. APARICIO, Manual de Derecho Constitucional, p. 663.  
62 La adopción sucesiva consiste en que uno de los cónyuges adopte los hijos de su consorte cuando se contraiga 
ulterior matrimonio.  
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toda lógica y justificación que el legislador permita la adopción por parte de las parejas de 
hecho heterosexuales y se la niegue a las parejas de hecho formadas por gays y lesbianas.  
 
La discriminación es superlativa cuando se tiene en cuenta que algunas Comunidades 
Autónomas, en desarrollo de las competencias que el art. 149.8 CE les confiere, han dictado 
normas reguladoras de las uniones civiles en las que han reconocido la posibilidad de 
adopción por parejas del mismo sexo: Navarra (2000)63, País Vasco (2003)64, Aragón 
(2004)65, Cataluña (2005)66 Cantabria (2005)67 y Galicia (2007)68. 
 
Si bien es cierto que la adopción no debe ser considerada un derecho subjetivo de los 
solicitantes, sino una mera facultad, dicha posibilidad debería hacerse depender de criterios 
objetivos, como son el interés del menor y la idoneidad de los adoptantes (art. 186 CC) –cuya 
concurrencia se debe evaluar de modo particularizado en cada caso– y no de la orientación 
sexual de los solicitantes. Lo contrario supone otorgar un trato desigual a las parejas de 
homosexuales, trato que no está amparado en ninguna justificación constitucionalmente 
admisible, pues los destinatarios de la norma se encuentran en una situación idéntica.  
 
Los argumentos que se suelen invocar para negar la adopción a las parejas homosexuales 
pivotan en torno a la idea de que éstas son más promiscuas y más veleidosas que las 
heterosexuales, así como en una pretendida ineptitud para educar y cuidar a los menores 
como corresponde. En orden a refutar dicho prejuicio, cito un fragmento de la Sentencia de la 
Corte Suprema Federal de México de 16 de agosto de 2010, que recoge de un modo magistral 
la opinión de los expertos de la UNAM69:  
 
«No existe ninguna base para afirmar que los hogares o familias monoparentales posean un factor 
anómalo que redunde directamente en una mala crianza. Quien crea lo contrario, está obligado a mostrar 
evidencias de ello. Ni el Procurador General de la República, ni nadie en el mundo, ha presentado tales 
evidencias empíricas, con estudios serios y metodológicamente bien fundados. La carga de la prueba está 
en quienes sostienen, prejuiciosamente, que una pareja homosexual no es igual o es peor para la salud y 
el bienestar de los menores que una pareja heterosexual. En realidad, quienes tienen esa creencia hacen 
                                                 
63 Art. 8.1 de la Ley Foral 6/2000, de 3 de julio, de Navarra. 
64 Art. 8.1 y 2 de la Ley 2/2003, de 7 de mayo, del País Vasco.  
65 Art. 10 de la Ley 2/2004, de 3 de mayo, de la Comunidad Autónoma de Aragón.  
66 Art. 115.2 de la Ley 3/2005, de 8 de abril, de Cataluña.  
67 Art. 11.1 Ley 1/2005, de 16 de mayo, de Parejas de Hecho de la Comunidad Autónoma de Cantabria.  
68 DA 3ª de la Ley 10/2007, de 28 de junio, de Galicia.  
69 Universidad Nacional Autónoma de México.  
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una generalización inconsistente, a partir de algún dato particular o anecdótico y lo elevan a una 
característica de todo un grupo social. Estas generalizaciones inconsistentes se llaman estereotipos y 
éstos, a su vez, son la base cognitiva errónea de los prejuicios sociales y de la intolerancia»70.  
 
2.2. El acceso a las técnicas de reproducción asistida financiadas públicamente 
 
En esta materia la norma de referencia es el Real Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, 
por el que se establece la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud y el 
procedimiento para su actualización. El Anexo III, denominado «Servicios Comunes de 
Atención Especializada», comprende, entre otros servicios, la  
 
«Reproducción humana asistida cuando haya un diagnóstico de esterilidad o una indicación clínica 
establecida, de acuerdo con los programas de cada servicio de salud: inseminación artificial; fecundación 
in vitro e inyección intracitoplasmática de espermatozoides, con gametos propios o de donante y con 
transferencia de embriones; transferencia intratubárica de gametos» (apartado 5.3.8).  
 
Lo que llama la atención del apartado que acabamos de transcribir es que se exija como 
condicio sine qua non que exista un diagnóstico de esterilidad o una indicación clínica, pues 
es evidente que de esta manera se limita el acceso a dichas técnicas a las parejas 
heterosexuales en las que uno de los miembros padezca esterilidad o a las mujeres solas que 
sean orgánicamente estériles. De una interpretación literal se desprende que quedan excluidas 
tanto las mujeres heterosexuales solteras fértiles cuanto las mujeres lesbianas que no sean 
estériles. Obsérvese cómo, bajo argumentos supuestamente racionales, se adopta una decisión 
que es en realidad ideológica, pues se concede prioridad a una forma de familia –nuclear 
heterosexual– por encima de otra –homo y monoparental–. 
 
El día 16 de julio de 201371, la Ministra de Sanidad española, Ana Mato, comunicó que se 
había propuesto al Consejo Interterritorial de la Salud reservar la financiación pública de los 
tratamientos de reproducción asistida a las mujeres menores de cuarenta años que padecieran 
infertilidad o a sus parejas masculinas cuando tuvieran idéntico problema, pero siempre en el 
seno de una relación heterosexual, pues en su propuesta inicial el Ministerio definió la 
                                                 
70 T. PERAMATO, Desigualdad por razón de orientación sexual e identidad de género, homofobia y transfobia, 
p. 172.  
71 ORTIZ MONERA, Rosa. «Mujeres solas y lesbianas excluidas de la reproducción asistida pública en España». 





esterilidad como «la ausencia de consecución de embarazo tras 12 meses de relaciones 
sexuales con coito vaginal sin empleo de métodos anticonceptivos»72. La respuesta de ciertos 
colectivos y asociaciones –como FELGTB73– no se hizo esperar: se convocaron múltiples 
actos de protesta ante el Ministerio de Sanidad en Madrid y ante las sedes del gobierno en 
diversas ciudades españolas. Ello provocó que el Ministerio modificara su postura y omitiera 
cualquier referencia a las parejas compuestas por hombre y mujer, aludiendo únicamente a 
personas, pero conservando el requisito de la infertilidad o esterilidad médica.  
 
No resulta difícil entrever que la decisión original contenía un marcado sexismo, pues partía 
de la premisa de que las mujeres sólo pueden concebir en tanto en cuanto se hallen junto a un 
varón. Si bien es cierto que, tras la presión popular, el Ministerio relajó el rigor de la 
propuesta, las consecuencias que se derivan de manejar una concepción puramente biológica 
de la infertilidad74 continúan siendo no sólo sexistas, sino manifiestamente clasistas, pues se 
restringe, de facto, el acceso a todas aquellas mujeres que «padecen» la denominada 
«esterilidad social» –esto es, la ausencia de pareja masculina– y que no disponen de los 
astronómicos recursos necesarios para costearse la técnica por la vía privada. Es evidente 
que, al exigir semejantes requisitos para acceder a la prestación que analizamos, los poderes 
públicos quebrantan el principio de igualdad ante la ley tanto de las mujeres solteras, a las 
que discriminan por su situación personal, como de las mujeres lesbianas, a las que 
discriminan por motivo de su orientación sexual.  
 
2.3. La determinación de la filiación biológica  
 
La reproducción asistida es un procedimiento del que pueden hacer uso tanto las mujeres 
heterosexuales como las lesbianas. El artículo 6 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre 
técnicas de reproducción asistida, establece que se configura como receptora o usuaria de las 
mismas  
 
                                                 
72 SAHUQUILLO, María. «Ana Mato: “La falta de varón no es un problema médico”». El País, 23-7-2013. 
http://sociedad.elpais.com/sociedad/2013/07/23/actualidad/1374575386_841886.html. 
73 Federación de Lesbianas, Gais, Transexuales y Bisexuales.  
74 Eduardo Vírgala, catedrático de Derecho Constitucional de la Universidad del País Vasco afirma lo siguiente: 
«Un entendimiento avanzado de la infertilidad, a partir de la dignidad de la persona consagrada en la Constitución, 
consiste en entender que también cubre la de aquellas mujeres que, por cualquier razón, desean ser madres y su 
situación, por vivir solas o por tener una pareja del mismo sexo, no les permite engendrar por sí mismas». 




«Toda mujer mayor de 18 años y con plena capacidad de obrar […], siempre que haya prestado su 
consentimiento escrito a su utilización de manera libre, consciente y expresa. La mujer podrá ser usuaria 
o receptora de las técnicas reguladas en esta Ley con independencia de su estado civil y orientación 
sexual».  
 
Ahora bien, la determinación legal de la filiación de los cónyuges de las mujeres 
heterosexuales es distinta a la de las consortes de las mujeres lesbianas. Como ya apuntamos 
anteriormente, la Ley 13/2005 rectificó los artículos 175 y 178 del Código Civil en orden a 
permitir la adopción por parte de los matrimonios homosexuales. No obstante, el legislador 
de 2005 no modificó la Sección 2ª del Capítulo II del Título V del Libro I del Código Civil, 
relativa a la determinación de la filiación matrimonial, de modo que los preceptos alusivos a 
la presunción de paternidad se conservaron inalterados, con la consecuencia de que la 
filiación biológica sólo se presume respecto de los maridos heterosexuales, pero no de las 
esposas lesbianas. El art. 116 establece que «se presumen hijos del marido los nacidos 
después de la celebración del matrimonio y antes de los trescientos días siguientes a su 
disolución o a la separación legal o de hecho de los cónyuges», tanto si el hijo fue concebido 
mediante inseminación natural como a través de técnicas de reproducción asistida, aunque en 
este último caso se exige como condición para acceder a las mismas –salvo que estén 
separados legalmente o de hecho–, que el marido haya otorgado su consentimiento previo, 
conforme dispone el art. 6.3 de la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre técnicas de 
reproducción asistida. Lo que la cónyuge de la mujer debe hacer si quiere que la filiación del 
vástago se establezca a su favor es presentar una declaración ante el Registro Civil del 
domicilio conyugal en la que manifieste que, cuando aquél nazca, consiente que se produzca 
dicho efecto (art. 7.3 de la Ley 14/2006). 
 
De lo expuesto apreciamos que, aunque no se establece ninguna presunción de filiación en 
favor de la consorte de la mujer inseminada, por lo menos se le otorga la posibilidad de 
determinarla expresamente. No ocurre lo mismo en el caso de las parejas de hecho 
lesbianas. En efecto, en las uniones civiles de heterosexuales, el varón puede reconocer la 
filiación mediante declaración ante el encargado del Registro Civil, testamento o cualquier 
otro documento público (art. 120. 1º CC), pero no la mujer no inseminada, pues el Código 
Civil no le es de aplicación –al no haber sido reformada la sección referente a filiación no 
32 
 
matrimonial– y menos aún la LTRA, que en el art. 7.3 sólo alude a las parejas casadas75. 
Como resultado, se produce una nueva discriminación para las mujeres que conviven more 
uxorio: aunque exista un pacto previo entre ellas para concebir al hijo conforme a las técnicas 
de reproducción asistida, la pareja de la madre carece de legitimación para presentar la acción 
de filiación. Una posible solución a este problema pasa porque la mujer no inseminada adopte 
posteriormente al hijo de su pareja, pero de esta opción sólo pueden hacer uso las mujeres 
que residan en alguna Comunidad Autónoma que haya legislado en favor de la adopción de 
las parejas del mismo sexo; en el resto del territorio nacional, la pareja se verá forzada a 
casarse si desea que el Derecho reconozca de alguna manera la maternidad de ambas.  
 
No obstante, hay una excepción al régimen anterior que merece ser subrayada: el Derecho 
civil catalán. El Libro II del Código Civil de Cataluña, relativo a la persona y la familia, 
determina en su artículo 235-13.1º que «Los hijos nacidos de la fecundación asistida de la 
madre son hijos del hombre o de la mujer que la ha consentido expresamente en un 
documento extendido ante un centro autorizado o en un documento público». De este modo, 
se extiende el régimen de la filiación no matrimonial, reservado en el Derecho común a las 
uniones heterosexuales, a las parejas de mujeres que ostenten la vecindad catalana.   
                                                 
75 El Juzgado de 1ª Instancia e Instrucción nº 2 de Massamagrell (Valencia) no aprecia en su Sentencia de 12 de 
diciembre de 2008 que este requisito sea discriminatorio, en relación con la reclamación de filiación no 
matrimonial de una  mujer lesbiana, cuando afirma lo siguiente « […] al no estar presente el primero de los 
requisitos, esto es el matrimonio de la pareja, es imposible la aplicación de las consecuencias previstas, por ello, 
no nos encontramos en el supuesto de hecho previsto en la ley para la determinación de la filiación de un hijo 
nacido mediante técnicas de reproducción asistida, entre parejas del mismo sexo, pues exige con carácter previo 
el matrimonio de las mismas, sin que sea posible su aplicación analógica a parejas o uniones estables, puesto que 
la ley es clara al hablar de mujer casada, y sin que ello suponga discriminación alguna o desigualdad de trato». 
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CAPÍTULO III. LA REPRESENTACIÓN DE LAS LESBIANAS EN LAS LEYES DE 
IGUALDAD DE GÉNERO 
 
En el capítulo anterior expusimos que la Constitución proclama la igualdad formal de todos 
los ciudadanos y asimismo proscribe la discriminación por diversos motivos que 
secularmente han generado desigualdad, entre los que se debe entender incluida la 
orientación sexual, atendiendo a una interpretación sistemática del ordenamiento jurídico. Sin 
embargo, pudimos comprobar que el legislador estatal comete toda suerte de tropelías en lo 
que respecta a la igualdad ante la ley de las mujeres lesbianas. 
 
En el apartado que nos ocupa nos encargaremos de desentrañar de qué manera el Estado, a 
través del poder legislativo, representa a las lesbianas en aquellas normas que tienen por 
objetivo declarado contribuir a superar la situación de desigualdad que de forma endémica ha 
aquejado al sexo femenino, como un ámbito material en que se proyecta el mandato del art. 
9.2 CE. Para ello nos serviremos del análisis de una de las herramientas primordiales del 
denominado «feminismo institucional», a saber: las leyes de fomento de la igualdad de 
género. Antes de proceder al mismo es necesario, empero, explicar algunas nociones que se 
van a utilizar.  
 
1. El «feminismo de Estado» 
 
La socióloga Celia Valiente describe lo que en la literatura sobre ciencias sociales se 
denomina «feminismo de Estado», «feminismo institucional» o «feminismo oficial» como un 
conjunto de instituciones «cuya principal función reside en impulsar políticas para conseguir 
un mayor grado de igualdad entre las mujeres y los hombres»76. Dichos organismos se han 
ido fundando en los países occidentales especialmente a partir de 1970, gracias a la influencia 
ejercida por el movimiento feminista de la segunda ola. En España, el organismo decisivo en 
materia de feminismo institucional es, desde su creación en 198377, el Instituto de la Mujer, 
que impulsó, a su vez, la creación de idénticos institutos autonómicos, hasta el punto de que, 
hoy por hoy, todas las Comunidades cuentan con uno.  
                                                 
76 Celia Valiente Fernández, «El feminismo de Estado y los debates políticos: la formación ocupacional en 
España (1983-1998»), Revista española de ciencia política, nº 1, 1999, p. 148. 
77 Fue creado como organismo autónomo por la Ley 16/1983, de 24 de octubre, bajo el reciente mandato del 
PSOE. El objetivo del mismo era -y continúa siendo- el cumplimiento y desarrollo de las políticas que 
fomentaran la igualdad de sexos y la participación activa de la mujer en diversos sectores tradicionalmente 




Existen dos posturas encontradas sobre la efectividad de la labor del feminismo institucional: 
por un lado, la consideración de que las medidas impulsadas por éste son excesivamente 
conservadoras y no atacan la raíz del problema, que es, al fin y al cabo, el sistema patriarcal; 
por el otro, la idea de que las instituciones han suministrado al movimiento feminista un 
conjunto de recursos materiales y humanos con los que nunca antes había contado. Aunque la 
primera postura no carece de fundamento, también es verdad que los organismos oficiales 
han desempeñado un papel crucial a la hora de «traducir las aspiraciones del movimiento en 
objetivos de políticas reales»78.  
 
Sería de una ingenuidad pasmosa creer en el relato liberal sobre la neutralidad del estado, que 
lo eleva a la categoría de árbitro ético-jurídico de los conflictos sociales; como dijera Lenin 
en El Estado y la Revolución, aquél es más bien el producto y la manifestación del carácter 
irreconciliable de las contradicciones de clase. El derecho, como herramienta del estado, 
contribuye a la reproducción de la sociedad capitalista y por ello tiende a favorecer 
globalmente los intereses de las clases dominantes en dicha sociedad. Con ser ello cierto, 
reducir su complejidad –como suelen hacer los marxistas ortodoxos– a un mero instrumento 
de dominación de clase no es menos ingenuo. La mayor parte del derecho está íntimamente 
conectada con intereses económicos y colectivos que derivan de la correlación de fuerzas 
sociales y de la naturaleza de las clases o grupos en pugna en un determinado periodo 
histórico. Podría enumerar un vastísimo catálogo que diera cuenta del carácter contradictorio 
del derecho, pero baste con señalar uno de los ejemplos más llamativos: el ordenamiento 
laboral, que fue desarrollado en gran parte como fruto del sindicalismo obrero, y que ha 
conseguido limitar de algún modo, en la praxis, el poder omnímodo del 
capitalista/empresario. Lo mismo ocurre con las reivindicaciones feministas: es verdad que el 
estado jamás permitiría la aprobación de unas leyes que socavaran la hegemonía de la clase 
dominante –patriarcal–, a la que representa, pero también es verdad que las normas se han 
hecho eco de conquistas sociales para cuya consecución hizo falta una enconada lucha. Por 
tanto, aunque el feminismo oficial no aboga, no puede abogar, por estrategias radicales –del 
latín radix, raíz–, sí que es útil en la medida en que, por un lado, limita los efectos más 
                                                 
78 Valiente cita un estudio internacional sobre feminismo oficial llevado a cabo en catorce Estados (siendo 
España uno de ellos) en el que se reveló que sus organismos de igualdad (salvo los de Polonia) disponen de 
suficiente capacidad para influir en las decisiones adoptadas por los líderes políticos con respecto a normas que 
inciden favorablemente en el estatus de las mujeres. Op. cit., p. 130.  
35 
 
virulentos del patriarcado sobre las mujeres y, por el otro, consigue ser el altavoz de una parte 
del discurso de los movimientos sociales, discurso que se vuelve dominante en la sociedad79. 
Aunque hay que reconocer que esto último es un arma de doble filo, pues se corre el peligro 
de que, adoptando unos conceptos y omitiendo o tergiversando otros, el sistema vacíe el 
contenido más revolucionario de la ideología feminista–; no obstante, existen unos mínimos 
que son introyectados inexorablemente en el imaginario colectivo.  
 
Un factor que influye en el éxito o fracaso conseguido a la hora de plasmar ciertas 
reivindicaciones feministas en las instituciones es, desde luego, el contexto político: 
 
«Una dimensión identificada como crucial para las organizaciones feministas […] es la fortaleza o 
debilidad de los partidos de izquierdas, que son los principales (aunque problemáticos) aliados del 
movimiento de mujeres. Los análisis sobre organizaciones feministas sugieren que, a igualdad de otras 
condiciones, sus demandas se satisfarán mejor cuando los partidos de izquierda estén en el poder»80. 
 
Ello es particularmente cierto en el caso del Estado español: la creación del Instituto de la 
Mujer tuvo lugar durante la primera legislatura de Felipe González gracias a la presión 
ejercida por las militantes feministas del PSOE81. De igual manera, casi todas las leyes de 
igualdad que integran una perspectiva más inclusiva han sido aprobadas de la mano de 
gobiernos socialistas.  
 
2. La transversalización de género 
 
Según la socióloga Judith Astelarra82, las principales estrategias desplegadas para la 
consecución de la igualdad efectiva de mujeres y hombres son tres: la igualdad de 
oportunidades, las acciones positivas y el mainstreaming de género o «transversalización», 
como se lo ha traducido en España. Esta última estrategia fue introducida por primera vez en 
el feminismo institucional de la Unión Europea y, más tarde, los Estados miembros han 
procurado integrarla en sus respectivos instrumentos de igualdad. Las normas en esta materia 
                                                 
79 Piénsese, por ejemplo, cómo la lucha de las sufragistas a principios del siglo XX consiguió ejercer un cambio 
sustancial en el discurso imperante: actualmente, resultaría aberrante al común de la gente de nuestro entorno 
cultural que alguien sostuviera la necesidad de limitar el voto a las mujeres por su «natural imbecilidad».  
80Op. cit., p. 131.  
81 Matilde ALONSO, Elies FURIO, «El papel de la mujer en la sociedad española», Economia, treball i 
territori, nº 19, Universitat de València, 2007, pp. 15-16. 
82 Judith ASTELARRA, Políticas de género en la Unión Europea y algunos apuntes sobre América Latina, 
CEPAL, Unidad Mujer y Desarrollo, Santiago de Chile, 2004.  
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tienen un alcance transversal en el sentido de que inciden sobre una multiplicidad de 
subsectores en los que, por medio de diversas medidas, se persigue la consecución de la 
igualdad entre hombres y mujeres. A pesar de ser ello una táctica absolutamente necesaria, 
por de pronto me interesa destacar otra acepción de la palabra interseccionalidad o 
transversalización. 
 
La «interseccionalidad» o «transversalidad de género», en sentido estricto, es una 
metodología aplicada a las ciencias sociales que consiste en examinar la interrelación entre 
distintas formas de opresión, tales como el racismo, la discriminación religiosa, el sexismo, el 
clasismo, la homofobia, etc., partiendo de la base de que ninguna de ellas actúa 
autónomamente, sino que todas interactúan dando lugar a múltiples discriminaciones. De esta 
manera, la interseccionalidad aplicada al género indica que las experiencias de todas las 
mujeres no son idénticas sólo por compartir la opresión del patriarcado, sino que varían en 
función de más elementos que construyen la identidad de las personas y que constituyen, a la 
vez, fuentes de discriminación: la clase, la raza, el nivel de educación, etc.83. Así, por poner 
dos situaciones extremas, las vivencias de una mujer blanca, heterosexual, profesional y con 
unos ingresos relativamente elevados son completamente distintas de las de una mujer negra, 
musulmana, lesbiana y prostituta; a pesar de que ambas padecen las consecuencias de la 
dominación masculina en una u otra medida, una se encuentra más a la periferia de la 
periferia, por utilizar una expresión gráfica. El concepto de interseccionalidad así entendido 
surge a partir de las críticas vertidas por el feminismo de la tercera ola a la perspectiva que 
habían manejado hasta entonces todas las corrientes feministas, a las que se acusaba, con toda 
la legitimidad de quienes han sido triplemente silenciadas –mujeres afroamericanas, 
sudamericanas…–, de ser excesivamente «eurocentristas» o «blanquistas» e ignorar que el 
género y la orientación sexual no son los únicos factores que provocan desigualdad.  
 
Todas las leyes de igualdad hacen uso de las tres estrategias que describiéramos con 
Astelarra, pues todas se proponen el objetivo de otorgar a las mujeres las mismas 
oportunidades que los hombres vienen disfrutando hasta el momento, para lo cual se sirven 
de todo un conjunto de acciones que aspiran a incidir en diversos sectores de la actividad de 
los poderes públicos –medios de comunicación, educación, empleo, sanidad, etc. –. Sin 
                                                 
83 Leslie MCCALL, «The complexity of intersectionality», Chicago journals, Vol. 30, nº 3, The University of 
Chicago Press, 2005, pp. 1771-1800.  
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embargo, no todas integran la perspectiva transversal de género en sentido estricto, ya que 
hay algunas que ignoran deliberadamente el amplio abanico de identidades que conforman a 
las mujeres.  
 
Una vez hechas las aclaraciones pertinentes, procedamos al examen de las leyes de igualdad 
en relación con el enfoque interseccional aplicado a la orientación sexual.  
 
3. La orientación sexual en las leyes de igualdad 
 
Hasta el momento se han aprobado un total de trece leyes de igualdad en el Estado español. 
Por un lado, las Cortes Generales promulgaron en 2007 la Ley Orgánica 5/2007, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres. Por otro lado, en un período de aproximadamente 
diez años los parlamentos autonómicos han dictado doce leyes en materia de igualdad; en 
orden cronológico, las comunidades que han legislado son las siguientes: Navarra (2002)84, 
Castilla y León (2003)85, Valencia (2003)86, Galicia (2004)87, País Vasco (2005)88, Islas 
Baleares (2006)89, Murcia (2007)90, Andalucía (2007)91, Islas Canarias (2010)92, Castilla-La 
Mancha (2010)93, Asturias (2011)94 y Extremadura (2011)95.  
 
Lo primero que me parece necesario destacar es que hay seis Comunidades Autónomas 
(Navarra, Valencia, Galicia, Islas Baleares, Murcia y Castilla-La Mancha) en las que el 
legislador no considera la orientación sexual de ninguna de las maneras; es decir, ya no se 
trata de que estime que la orientación sexual es un factor potencialmente generador de 
desigualdad, ergo sobre el que se deban destinar medios y recursos para actuar, sino que ni 
tan sólo contempla la posibilidad de que existan mujeres que no sean heterosexuales. Si 
                                                 
84 Ley Foral 33/2002, de 28 de noviembre, de fomento de la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. 
85 Ley 1/2003, de 3 de marzo, de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en Castilla y León. 
86 Ley 9/2003, de 2 de abril, para la igualdad entre mujeres y hombres. 
87 Ley 7/2004, de 16 de julio, gallega para la igualdad de mujeres y hombres.  
88 Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la igualdad de mujeres y hombres. 
89 Ley 12/2006, de 20 de septiembre, para la mujer. 
90 Ley 7/2007, de 4 de abril, para la igualdad entre mujeres y hombres, y de protección contra la violencia de 
género en la región de Murcia. 
91 Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad en Andalucía.   
92 Ley 1/2010, de 26 de febrero, canaria de igualdad entre mujeres y hombres. 
93 Ley 12/2010, de 18 de noviembre, de igualdad entre mujeres y hombres de Castilla-La Mancha. 
94 Ley del Principado de Asturias 2/2011, de 11 de marzo, para la igualdad de mujeres y hombres y la 
erradicación de la violencia de género. 




recordamos lo que explica Celia Valiente sobre el contexto político, este hecho resulta, en 
cierta manera, comprensible; cuando nos fijamos en el signo del partido que se encuentra en 
el poder en el momento en que cada ley se ha gestado y aprobado, nos percatamos de que en 
cinco de las seis comunidades –con la salvedad de Castilla-La Mancha– quien gobierna es el 
Partido Popular96. Conviene no olvidar que éste es un partido conservador, liberal, situado a 
la derecha del espectro político, que tiene su origen en Alianza Popular y que fue fundado en 
1976 por un ex ministro franquista –Manuel Fraga–. En consonancia con su ideología, el PP 
ha manifestado en innumerables ocasiones la repulsa que le provoca la homosexualidad: 
desde el recurso de inconstitucionalidad interpuesto en 2005 contra la ley de matrimonio 
homosexual97, pasando por las abundantísimas declaraciones hechas por dirigentes del 
partido, entre las que despuntan las del propio Fraga98, los populares no han cesado de 
infamar al colectivo LGBT. Así las cosas, resulta de todo menos sorprendente que la 
orientación sexual no haya tenido reflejo en el texto de las leyes mencionadas. 
 
El resto de leyes de igualdad, aunque son muy heterogéneas en contenido, extensión, áreas, 
concreción…, contienen, en cualquier caso, alguna mención a la orientación sexual. Se 
observa que cinco de las sietes disposiciones inclusivas con las «sexualidades minoritarias» 
fueron aprobadas por gobiernos del PSOE y, además, un dato revelador es que todas ellas 
tuvieron lugar tras la reforma del Código Civil que hizo extensivo el ius connubii a las 
parejas del mismo sexo. No está de más recordar que el PSOE es un partido originariamente 
fundado por el proletariado –concretamente, por Pablo Iglesias, considerado el padre del 
socialismo en España–. Aunque hoy en día haya perdido toda la ideología de clase que 
tuviera antaño, pues sus desavenencias con el Partido Popular en el plano económico son más 
bien escasas, uno y otro se encuentran en las antípodas por lo que respecta a los derechos 
sociales: en tanto los herederos del franquismo reflejan sin ambages la violencia de clase, el 
PSOE procura mantener cierta legitimidad ante la sociedad adaptando su discurso a aquellas 
demandas que los postulados de la economía capitalista le permiten asumir. 
 
                                                 
96 Información extraída de la página web http://www.historiaelectoral.com 
97 Recurso de inconstitucionalidad nº 6864-2005, en relación con la Ley 13/2005, de 1 de julio, por la que se 
modifica el Código Civil en materia de derecho a contraer matrimonio. BOE, núm. 273, 15 de noviembre de 
2005, página 37.313.  




Las dos leyes restantes, pertenecientes a las comunidades de Castilla-León y Euskadi, 
comparten un elemento en común, y es que ambas fueron aprobadas por gobiernos 
conservadores, aunque se registran diferencias notables entre uno y otro. En efecto, a pesar de 
que el Partido Nacionalista Vasco se posiciona en la centroderecha y su ideología descansa en 
la denominada «democracia cristiana», no tiene nada que ver con el PP castellano, pues, entre 
otras cosas, ha ejercido una labor destacada en lo tocante a las políticas de fomento de la 
igualdad, tanto de la mujer como del colectivo LGBT. Ciertamente, el País Vasco es una 
región pionera en ofrecer servicios públicos de atención a personas homosexuales –Berdindu, 
promovido por el Departamento de Empleo y Políticas Sociales en 2002–, en permitir a las 
parejas del mismo sexo acoger y adoptar menores99, en considerar la realidad lesbiana en sus 
planes de igualdad de género100, etc. Uno de los factores que explican este fenómeno de 
vanguardismo es la fuerza y la capacidad de influencia que el movimiento feminista y LGBT 
ha tenido en Euskadi, desde mucho antes que se inaugurara la democracia en España101.  
 
Como he comentado anteriormente, todas las leyes de igualdad conminan a los poderes 
públicos a emprender acciones sobre un conjunto de sectores relativamente amplio. 
Conozcamos en qué parcelas el legislador toma en consideración la realidad lesbiana y qué es 
lo que dispone al respecto. 
 
3.1.«Discriminación múltiple»  
 
El vocablo estrella que, desde hace una década, corona las políticas de igualdad de género en 
nuestro país es el de «discriminación múltiple». Si bien es cierto que pretende expresar las 
diferentes situaciones de opresión de que puede ser objeto una mujer, más allá del sexo –la 
raza, el poder adquisitivo, la orientación sexual, etc. –, no es totalmente equivalente a la 
noción de interseccionalidad que hemos expuesto. La discriminación múltiple desconoce las 
complejas interacciones que se dan entre todas las variables, obviando que el producto de su 
interrelación da lugar a jerarquías, y no a una suma de agregados más o menos aleatoria.  
 
                                                 
99 Art. 7 de la Ley 2/2003, de 7 de mayo, reguladora de las parejas de hecho del País Vasco.  
100 El III Plan de Acción Positiva para las Mujeres en el País (1999) incluye una sección denominada «Derechos 
de las Mujeres, Derechos Humanos», en la que se habla de lesbianas y de medios para atajar la lesbofobia. 
101 Amparo VILLAR, « ¿Lesbiana? Encantada, ¡¡es un placer!!: Representación de las lesbianas en Euskal 




La primera Comunidad Autónoma que integra el concepto de discriminación múltiple es el 
País Vasco y, aunque marca la tendencia a seguir por el resto de territorios autonómicos, es la 
única que lo interpreta de un modo auténticamente inclusivo. El preámbulo de la ley es 
expresivo de cuanto se afirma:  
 
«Además, hay un importante número de mujeres que sufren una múltiple discriminación, ya que, junto a 
la discriminación por razón de sexo, padecen otras discriminaciones derivadas de factores como la raza, 
origen étnico, lengua, edad, discapacidad, patrimonio, orientación sexual, etc.».  
 
Adviértase cómo la norma establece una enumeración que recuerda más al vocabulario de las 
constituciones o de los instrumentos internacionales que al de las teorizaciones feministas. 
Sin embargo, sería injusto negarle todo carácter transversal, en vista de que aspira a abarcar 
un buen número de experiencias e identidades: de un lado, la letra c) del art. 3.1 añade a la 
lista el color, las opiniones políticas, la pertenencia a una minoría nacional, el nacimiento o 
cualquier otra circunstancia personal o social y, del otro, la discriminación múltiple es 
tenida en cuenta en diversas ocasiones a lo largo del texto. Así, el legislador vasco revela un 
interés en asistir a las mujeres que atraviesan la discriminación múltiple cuando les garantiza 
derechos sociales básicos o cuando prevé el desarrollo de estudios que valoren el impacto de 
la misma (art. 16.c)).  
 
A partir de la promulgación de la Ley 4/2005, todas las normas en materia de igualdad se 
refieren de un modo u otro a la discriminación múltiple, pero sólo la de Extremadura 
incorpora a tal noción la «condición sexual».  
 
3.2. Sanidad  
 
En el ámbito de la salud, la primera norma que contiene una referencia muy sutil a las 
lesbianas es la Ley de Castilla-León: se exige a la Administración autonómica que garantice 
la misma calidad de la atención sanitaria para todas las mujeres, independientemente de su 
«opción sexual» (art. 21.3). Resulta peculiar que se utilice esta última expresión en lugar de 
la tan cacareada «orientación sexual», más sabiendo que en la teoría feminista conlleva un 
potencial cuestionador del patriarcado y de la heterosexualidad considerable. No obstante, es 
más probable que se trate de un eufemismo que de un guiño al feminismo radical, no sólo 
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porque el gobierno que aprueba la ley es conservador, sino porque del conjunto del texto no 
es posible apreciar ninguna clase de visión interseccional en relación con la sexualidad.  
 
En segundo lugar, y con una brecha de casi una década en el tiempo, encontramos que en la 
Ley 2/2011, del Principado de Asturias, el legislador reconoce que la orientación sexual y la 
identidad de género constituyen factores que generan discriminación en el terreno de la salud, 
por lo que impone a la Administración sanitaria tenerlos presente a la hora de impulsar la 
promoción de la salud y la prevención de enfermedades.  
 
Finalmente, la última norma que tiene en cuenta la orientación sexual en el campo que 
analizamos es la extremeña, aprobada el mismo año que la precedente. Del mismo modo que 
la leonesa, no se alude a la orientación sexual específicamente para paliarla, como sí hace la 
Ley 2/2011, sino que únicamente se pretende integrarla, al «promover la corresponsabilidad 
en las conductas sexuales, cualquiera que sea la orientación sexual de las personas» (art. 
61.7.b)).  
 
3.3. Educación no universitaria 
 
Sin lugar a dudas, las instituciones educativas son los aparatos que reproducen la ideología 
dominante con más efectividad y garantías de éxito, considerando que la escolarización se 
produce desde muy temprana edad y se prolonga obligatoriamente hasta bien entrada la 
adolescencia. Es en los colegios donde se aprenden las normas de género más 
concienzudamente; por ende, es donde se interioriza y, a la vez, se propaga el odio homófobo 
con más virulencia102.  
 
Siendo un ámbito tan relevante, hallamos cuatro leyes que se pronuncian al respecto, todas 
ellas con una redacción casi idéntica y, por lo demás, excesivamente limitada. La primera 
disposición que hace referencia a la orientación sexual en la educación es la de Andalucía, 
que establece que la Administración educativa deberá dedicar esfuerzos en «promover el 
respeto a la libre orientación sexual y el rechazo a todo tipo de violencia o agresión sexual» 
                                                 
102 Emilio DE BENITO, «El 43% de los chicos que sufren acoso escolar homófobo piensa en suicidarse», El 
País, 10-9-2012. http://sociedad.elpais.com/sociedad/2012/09/10/actualidad/1347277090_025118.html  
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(art. 15.2.f). Los legisladores canarios, asturianos y extremeños prevén exactamente lo mismo 




En sede de relaciones laborales, despunta la Ley 3/2007, cuyo ámbito de aplicación es 
nacional. La norma se encarga de proscribir todos aquellos comportamientos discriminatorios 
o acosadores perpetrados por los trabajadores contra sus compañeros, comportamientos entre 
los que se incluye la lesbofobia –por la referencia expresa a la orientación sexual– (DA 11ª, 
que modifica el art. 4.2.e) del Estatuto de los Trabajadores). Asimismo, se recuerda que dicha 
prohibición también recae sobre el empresario (DA 11ª: reforma el art. 54.2.g) ET). El 
legislador estatal da un paso más allá y reforma la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el 
Orden Social104, con el objetivo de reprimir las decisiones unilaterales de la empresa que 
lleven ínsita una discriminación directa o indirecta, entre otras, por razón de preferencia 
sexual. Una de las novedades más admirables consiste en castigar a los empresarios que no 
adopten las medidas adecuadas en orden a prevenir el acoso en el ámbito de sus facultades de 
dirección (DA 14ª: modifica el art. 8.13 bis  LISOS), en tanto en cuanto fuerza al empresario 
a intervenir en caso de discriminación flagrante. Por lo demás, este terreno es el único en el 
que la norma estatal muestra cierta interseccionalidad en relación con la orientación sexual.   
 
La ley de igualdad asturiana será la única del entorno autonómico que, desarrollando lo 
previsto por el legislador central, prohíba a las empresas adoptar decisiones, celebrar 
contratos y pactos o suscribir convenios que impliquen discriminación por razón de sexo, 
orientación sexual o identidad de género (art. 36.1).  
 
3.5. Medios de comunicación  
 
Una propuesta sumamente interesante es la que sugiere la Ley 1/2010, de igualdad entre 
hombres y mujeres en Canarias, pues por primera vez se pone el acento sobre los medios 
audiovisuales públicos y privados. En efecto, aunque la norma utiliza un lenguaje poco 
enérgico («los medios de comunicación […] evitarán105»), sienta un precedente al exigir que 
                                                 
103 En los artículos 16.2.c), 15.e) y 34.6.c), respectivamente.   
104 Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.  
105 La cursiva es de la autora.  
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éstos no sólo se abstengan de objetivar a las personas, sino también de ultrajar a las mujeres y 
a las personas sexualmente disidentes (art.10.4).  
 
Es innegable que la industria mediática ejerce un papel crucial a la hora de configurar nuestra 
percepción de la realidad. La publicidad, omnipresente y recalcitrante hasta el paroxismo, al 
precisar y redefinir constantemente lo que debe entenderse por «éxito» en la vida, precisa y 
redefine cómo deben construirse la masculinidad y la feminidad –hombres refinadamente 
agresivos, mujeres pasivas y superficiales, etc.–, y es patente que lo hace de un modo 
extraordinariamente efectivo. Por otra parte, tal como comentamos en su momento, los 
programas de televisión, entre otros, suelen representar a los homosexuales a través de 
caricaturas y estereotipos que alimentan la espiral de odio homófobo. Es por estas razones 
que la apuesta del legislador canario se nos presenta como una medida absolutamente 
necesaria, que debería ser adoptada a nivel nacional.  
 
3.6. Bienestar e inclusión social  
 
La inclusión social es uno de los ámbitos que más relevancia adquiere en relación con las 
mujeres lesbianas en las leyes de igualdad de Canarias, Andalucía y Extremadura. Las 
medidas en este sector se pueden resumir en dos clases: por un lado, el fomento de acciones 
que tengan como meta explícita la erradicación de la discriminación lesbófoba y tránsfoba 
(art. 43.2 de la Ley 12/2007 y art. 48.2 de la Ley 1/2010); por el otro, la «realización de 
estudios e investigaciones sobre la situación de discriminación por razón de sexo, orientación 
sexual o identidad de género […]» (art. 45.e) de la Ley 2/2011). 
 
4. Valoración de conjunto: el discurso sobre las lesbianas 
 
Desde la aprobación de la Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la Igualdad de Mujeres y 
Hombres, algunas políticas autonómicas de fomento de la igualdad de género se han 
caracterizado por incorporar una parte del enfoque transversal que propusieran las feministas 
postcoloniales allá por los años noventa. Hay que insistir en la palabra algunas, en vista de que 
hay Comunidades Autónomas que no han hecho uso de la facultad de legislar en esta materia, 
y de que aquellas que lo han hecho no siempre han manifestado una voluntad de integrar a las 
mujeres en su totalidad. En este sentido, no podemos menos que corroborar las palabras de 
Celia Valiente en relación con el paralelismo existente entre partidos de izquierda y plasmación 
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institucional de ciertas reivindicaciones feministas, pues ha quedado suficientemente claro que 
las leyes más avanzadas, con la excepción de Euskadi, han venido de la mano de gobiernos 
socialistas. Dicha excepción es, por otro lado, consecuencia del carácter altamente politizado 
de la sociedad civil vasca, que se muestra implicada en los asuntos públicos y muy bien 
organizada: el País Vasco –junto con Cataluña– está a la cabeza de los derechos sociales en el 
Estado español. Una hipótesis plausible, de entre otras, que explique este fenómeno quizá tenga 
que ver con el conflicto territorial que históricamente ha flagelado la región –de modo idéntico 
a lo que ha ocurrido en nuestras tierras–: es factible que la convicción de una opresión tan 
aparente haya arrojado luz sobre otras más encubiertas. 
 
Aunque las normas que hemos comentado suponen un esfuerzo progresista por posicionar a las 
mujeres en espacios que les han sido tradicionalmente vedados –participación política, 
mercado laboral, bienes culturales…– o de mitigar los efectos más violentos del sexismo –
condena de las agresiones físicas/sexuales y de la imagen hipersexualizada en los medios…–, 
lo cierto es que no acometen ningún cambio profundo en las dinámicas sociales ni en la 
ideología que las sustenta. Se reconoce la diversidad de las experiencias que viven las mujeres 
a través de la fórmula «discriminaciones múltiples», pero no se incide en las causas que 
provocan las desigualdades y tampoco se tienen en cuenta los efectos mutuos que se dan entre 
unas y otras. Los legisladores ponen el acento en las consecuencias del patriarcado al objeto de 
suavizarlo, mas el origen del problema sigue intacto. Una muestra de que ello es así es la 
manera en que se aborda el papel que ejercen los varones: únicamente se les tiene en cuenta en 
el ámbito laboral, en tanto que padres o trabajadores. Por otro lado, aquello que identificamos 
en el primer capítulo como lo que caracterizaba la opresión femenina, la apropiación de la 
actividad productiva y reproductiva de las mujeres, es planteada de modo muy secundario; así, 
por ejemplo, no es posible localizar una sola referencia al trabajo doméstico gratuito que 
ejercen las mujeres como una auténtica «economía sumergida» que merezca ser reconocida o 
regulada.   
 
De una visión global de las leyes de igualdad de género dictadas hasta el momento en el Estado 
español se desprende que las lesbianas están prácticamente ausente en el discurso hegemónico. 
No cabe duda de que, en la actualidad, el feminismo institucional dispone de cierta capacidad 
para introducir parte de sus demandas en la agenda política, y ello nos lo revela el hecho de 
que las normas estudiadas tienen en cuenta cada vez realidades más complejas –la conciliación 
de la vida familiar y laboral, las cotas de participación política, etc.–. Sin embargo, se sigue 
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ignorando la realidad lesbiana, pues la «mujer estándar» continúa siendo presentada como 
esencialmente heterosexual. 
 
En poco más de la mitad de leyes de igualdad, considerando al Estado y las Comunidades 
Autónomas, se incluyen referencias variadas a la «orientación», «opción» o «condición 
sexual», es verdad. Sin embargo, por la manera y el contexto en que dichas expresiones se 
emplean, se desprende que las lesbianas no son percibidas como mujeres, sino más bien como 
una suerte de equivalentes femeninos de los varones gays y cuyas necesidades difieren 
sustancialmente del resto de mujeres. En el imaginario social, las lesbianas se integran antes 
en el impreciso colectivo LGBT que en el sexo –entendida como la clase a la que se refiere 
Wittig– al que pertenecen, de modo que sus demandas se estiman suficientemente satisfechas 
por las reivindicaciones de aquél –piénsese, por ejemplo, en el matrimonio homosexual–. 
Advertimos esto claramente cuando nos fijamos en el tratamiento que se concede a la 
orientación/opción/condición sexual, pues las mujeres con sexualidades alternativas son 
colocadas en un grupo distinto al del resto de ciudadanas: las heterosexuales son nombradas en 
singular, como «la mujer», prototípica, ideal, en tanto que las lesbianas son designadas en 
plural, como «las mujeres», las desviaciones a la norma.  
 
El debate que subyace a la representación de las lesbianas en las políticas de igualdad remite, 
en última instancia, a una noción de intensa raigambre en el ideal de justicia de la sociedad 
occidental moderna: la «ciudadanía». El ciudadano se configura actualmente, siguiendo la 
tradición de los juristas y filósofos liberales, como un sujeto indeterminado al que se le 
conceden una serie de derechos. No obstante, esta forma de entender la realidad es 
excesivamente utópica, pues no tiene en cuenta que las personas no son entes abstractos que 
flotan por el éter en igualdad de condiciones, sino que son sujetos muy concretos que se 
encuentran profundamente determinados por las estructuras sociales en las que se insertan. La 
ciudadanía, que hasta fechas recientes era coto vedado de unos pocos varones, empieza a ser 
extensiva a unas pocas mujeres: heterosexuales, blancas, profesionales, sin discapacidad, etc. 
Las lesbianas, como tantas otras, se sitúan al margen de ese estatus. 
 
El lenguaje no es una herramienta neutral para el análisis; todo lo contrario, contiene una carga 
ideológica nada desdeñable. Ya hemos sugerido en otros lugares de este trabajo que aquello 
que no se nombra no existe y, a la inversa, aquello que se nombra existe sólo y en los términos 
en que se hace. Advertimos que aquellos textos legales que no reducen la sexualidad a la 
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reproducción heterosexual, sino que la reputan como un elemento más de otros que conforman 
la ciudadanía, también son inclusivos de otras identidades –mujeres prostituidas, 
discapacitadas, en medios rurales…–. Con todo, esta inclusión es relativa, pues el enfoque que 
se adopta en todo momento pasa por considerarlas como un colectivo aparte; por utilizar una 
expresión de El segundo sexo, las mujeres heterosexuales, madres, esposas, europeas, etc. se 
erigen, desde un punto de vista ontológico, en «lo Absoluto», mientras que todas las demás se 
definen, en relación con aquéllas, como «lo inesencial», la otredad, la alteridad.  
 
Es evidente que todas las leyes de igualdad que omiten por completo cualquier alusión a la 
orientación sexual son manifiestamente heterosexistas y lesbófobas. Parten de la premisa de 
que todas las mujeres son heterosexuales y, por ende, las lesbianas no existen; la 
heterosexualidad obligatoria se impone sin rodeos. Por otro lado, encontramos normas que 
incluyen a las mujeres con sexualidades diversas que no son menos lesbófobas, pues 
únicamente se las considera en tanto en cuanto generan un problema o una disfuncionalidad: 
aquí se enmarca la ley central, por ejemplo, que se refiere a la orientación sexual sólo en el 
ámbito laboral, o aquellos preceptos que las estiman sujetos vulnerables necesitados de 
inclusión social.  
 
Mención aparte merecen las últimas normas de igualdad aprobadas por gobiernos socialistas –
Andalucía, Canarias, Asturias, Extremadura–, así como la del País Vasco. Se observa que, 
aunque integran parte del discurso lesbófobo que comentamos más arriba, se esfuerzan por 
promover el respeto a la orientación sexual en las aulas, por elaborar mecanismos que permitan 
conocer el impacto o las causas de la discriminación lesbófoba, por emprender acciones para 
erradicarla, etc.. En este sentido, suponen un progreso necesario y digno de alabanza. Sin 
embargo, la manera en que se presenta la sexualidad, como una identidad fija e inmutable, y 
no como un proceso abierto que se define en función de ciertas necesidades, tiene el efecto de 








En la introducción a este trabajo expresé que mi hipótesis gravitaba en torno a la idea de que 
el derecho fomenta la invisibilización y marginación de las mujeres lesbianas como estrategia 
general para contrarrestar el impacto subversivo que éstas tienen en el sistema. Expliqué que 
la razón por la que el lesbianismo es percibido como un peligro por la clase hegemónica –de 
los hombres– es porque cuestiona, con su praxis, el dominio que los varones han ejercido y 
continúan ejerciendo sobre las mujeres. Las lesbianas, al rechazar el régimen de la 
heterosexualidad obligatoria, rechazan, aunque no todas lo hagan de propósito, el «poder 
económico, ideológico y político» de aquéllos. Así pues, el enfoque desde el que abordado mi 
investigación no ha consistido en contemplar a las lesbianas como unos sujetos desgraciados 
suplicantes de misericordia, sino como mujeres que buscan empoderarse de alguna manera. Mi 
crítica, al fin y al cabo, no se ha centrado exclusivamente en un sistema que jerarquiza las 
sexualidades y nada más, sino que he intentado incidir en lo que considero la causa de todo el 
problema: el patriarcado.  
 
En el primer capítulo expuse que el principio de igualdad de las personas homosexuales está 
consagrado por multitud de instrumentos jurídicos, pero que, pese a ello, el estado no cesa de 
imponer en el sector privado una jerarquía de las sexualidades, estableciendo una suerte de 
«régimen de excepción» para todos los que se apartan de la norma heterosexual. Es en esta 
sección donde se mostró con toda claridad que lo que el estado pretende reprimir no es 
simplemente una forma de sexualidad, sino el hecho de que una mujer no se encuentre bajo la 
mirada tutelar de un hombre. A través de las innumerables trabas que se imponen a las mujeres 
solteras o lesbianas, se limita la posibilidad de que planifiquen su vida y sus relaciones si no es 
con un varón al lado.  
 
Ahora bien, donde mi hipótesis inicial se verifica realmente es en el capítulo segundo, en el 
momento en que se desentraña de qué manera los poderes públicos construyen la imagen de 
las lesbianas. Aunque es verdad que en este terreno, lo mismo que en el de los derechos 
familiares, la influencia de los movimientos sociales organizados –feministas, LGBT, 
lesbianos– ha logrado conquistas formidables, la representación que se hace de las mujeres 
lesbianas desde el poder contribuye de un modo muy efectivo a cercarlas en los confines de la 
marginación. No se puede desconocer el hecho de que el estado está investido de auctoritas 
frente a la mayoría de la sociedad, de modo que los discursos que elabora, presentados bajo la 
48 
 
apariencia de la neutralidad, difunden una ideología que perpetúa un determinado estado de 
cosas profundamente inicuo.  
 
Como he tenido ocasión de manifestar, no considero que la complejidad del derecho pueda ser 
reducida a una herramienta de dominación pura: nuestra sociedad, al fundamentarse en la 
explotación de unos sobre otros, está atravesada por conflictos o contradicciones de las que el 
ordenamiento jurídico es un reflejo. En este sentido es como puede entenderse que el 
feminismo o el movimiento LGBT hayan conseguido penetrar en las instituciones e introducir 
una parte de sus protestas. Ahora bien, la realidad no puede ser completamente modificada a 
golpe de ley. 
 
En relación con el tema que he analizado a lo largo de estas páginas, he procurado dejar claro 
que la lucha por erradicar la lesbofobia se inscribe en la lucha más amplia por la liberación de 
todas las mujeres. Así, opino que, más que centrar esfuerzos en promover una constelación de 
leyes sectoriales que intenten atemperar la violencia de la desigualdad de las lesbianas, es 
necesario cuestionar la explotación de las mujeres que subyace y, a la vez, es alentada por el 
derecho. Las opciones reformistas constituyen tácticas útiles y necesarias en el corto plazo, 
pero a la larga se vuelve imperioso repensar y acometer estrategias que ataquen el corazón 
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